Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10 minutos.) 


-La Comisión de Salud Pública tiene el agrado de recibir a los representantes del Instituto de 
Derecho Civil, Salas | y IV, de la Facultad de Derecho de la Udelar, doctor Juan Andrés Ramírez, 
doctora Luz Calvo y doctor Gonzalo Trobo. 


Obviamente, el proyecto de ley que estamos considerando es el relativo a las técnicas de 
reproducción humana asistida. De manera que, sin más, le damos la palabra al doctor Ramírez para 
que haga su presentación. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Muchas gracias. Es un gusto concurrir a esta Comisión en representación de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República para dar nuestra opinión sobre un tema 
realmente complejo. La complejidad de la solución legislativa se advierte claramente cuando uno, 
simplemente revisando el Derecho Comparado de sociedades muy semejantes, culturalmente con las 
mismas raíces y con su práctica social casi idéntica, encuentra que las legislaciones son 
absolutamente diversas; las soluciones legales para los distintos temas que plantea la fertilización 
asistida tienen diametrales divergencias en Italia, España, Alemania o Francia. Por ejemplo, Argentina 
acaba de aprobar al respecto una ley muy sintética; tienen planteado un proyecto de reforma del 
Código Civil más completo pero aprobaron una ley más simple sobre el tema. Entonces, las diferencias 
son sustantivas y eso demuestra que no es fácil evolucionar con firmeza en estas cuestiones. 


Nosotros vamos a considerar, porque es lo que nos pidieron, el proyecto a estudio de la 
Comisión. Por tanto, plantearía primero los grandes títulos para después ir a los temas concretos y 
dividir la exposición con los compañeros del Instituto. 


En primer lugar, tenemos los requisitos previstos en el proyecto de ley para la habilitación de 
la fertilización asistida. Vinculado con esto hay una cuestión que se soslaya y que no está tratada 
legislativamente, es decir, las consecuencias del incumplimiento de los requisitos. Hay muchas 
disposiciones que dicen “deberá”, “está prohibido”, pero no se sabe cuál es la consecuencia de la 
violación, ni quién es el responsable del incumplimiento de los requisitos. Cuando miramos un requisito 
nos preguntamos qué pasa cuando no se cumple. Además, en cuanto al texto hay dificultad de 
comprensión del alcance subjetivo y objetivo de los requisitos. 


En segundo término, otro punto importante es la necesidad de formalidades más creíbles, 
fidedignas, fehacientes o confiables. Los romanos en su Derecho práctico hacían formas, básicamente, 
porque eran muy formalistas en el uso de sus palabras y expresiones jurídicas. Pero, en el Derecho 
contemporáneo, las formas están para prevenir fraudes, para preparar prueba y para obligar a la gente 
a pensar antes de cumplir una determinada solemnidad o formalidad, requisito este de validez de un 
cierto acto jurídico o negocio. Sinceramente, en el proyecto de ley no se ha previsto la formalidad 
necesaria para alcanzar los acuerdos de fertilización asistida; tal como está redactado, daría la 
impresión de que ese aspecto podría quedar en manos del funcionario de la clínica, del mismo que le 
cobra, quien le haría firmar al cliente un formulario a través del cual, con una letra más o menos chica, 
estaría asumiendo una responsabilidad con efectos de enorme trascendencia. 


El tercer punto que me gustaría abordar es el del anonimato de la donación de gametos. En el 
proyecto de ley se ha previsto la custodia del anonimato y, por causas excepcionales, poder conocer 
quién es el donante. A nuestro juicio, esto está en contradicción con la reciente reforma del Código 
Civil, aprobada por la Ley de Matrimonio Igualitario, cuyo artículo 219 expresamente establece que 
siempre se tiene derecho a saber, en cualquier condición y circunstancia, quién es el progenitor 
biológico o genético. 


Aquí también está en juego un tema del Derecho Internacional Privado. Como dije al principio, 
en este tema las soluciones legislativas son muy disímiles y demuestran que no hay una única 
corriente de pensamiento moral. Esta cuestión tiene un fondo de bioética muy claro y las soluciones 
son diferentes, máxime en un mundo donde basta tomarse un avión y llegar a cualquier punto del 
planeta en 24 horas o 48 horas como máximo, para tener acceso directo a un régimen jurídico distinto. 
En otra época, cuando los países eran divorcistas unos y no divorcistas otros, pasaba lo mismo: los 
argentinos venían a divorciarse al Uruguay y en la Argentina no reconocían el divorcio uruguayo ni el 
nuevo matrimonio, mientras que en el Uruguay sí, aunque ello dependía, básicamente, de 
determinadas condiciones de domicilio. Al mismo tiempo, otros se divorciaban en el Estado de 
Cuernavaca, México, trámite que demoraba diez minutos. En estos casos se afectaba solamente el 
valor de la pareja; esto es, si podía volver a casarse, si cometía delito o no cuando volvía a contraer 
matrimonio, si era reconocido el nuevo matrimonio, etcétera. Aquí hay otro interesado de altísimo valor 
que es el concebido o el nacido. 


Entonces, ¿vamos a establecer toda una estructura y a prohibir determinado tipo de 
maternidad subrogada, cuando basta con tomarse un avión y llegar al Estado equis de los Estados 
Unidos y venir con hijos debajo del brazo por maternidad subrogada hasta con pago oneroso del 
vientre de alquiler? Parecería que no tiene mucho sentido tratar de regular y legislar -lo cual considero 
correcto-, con la mayor aplicación por la entidad de los temas que están en juego, sin saber después 
qué hacer con quienes vienen del exterior cometiendo todo tipo de violaciones que, de haberlas 
cometido en el Uruguay, seguramente hubieran sido pasibles de sanción penal. Por eso digo que aquí 
existe todo un tema de Derecho Internacional Privado muy importante. 


Por otro lado, está el acotamiento temporal de la apropiación del hijo póstumo. En el proyecto 
se ha previsto -lo cual está bien- la posibilidad de que la viuda se insemine con gametos del cónyuge 
premuerto o eventualmente reciba un embrión ya fecundado y crioconservado. Pero, ¿cuánto tiempo? 
Esto tiene efectos sucesorios importantes y, por ejemplo, en la legislación española es un año. 


Nosotros trajimos redactado un proyecto para que la Comisión lo considere, si así lo desea, en 
el que establecemos que en ese caso y a los efectos de la filiación, necesariamente, debe realizarse la 
fecundación o recibirse el embrión dentro del año de fallecimiento del padre. ¿Cuáles son las 
consecuencias de todas las violaciones posibles? El tema central para nuestro instituto es la filiación. 
¿Qué filiación tiene el concebido, el nacido por efecto de alguno de los tantos procedimientos de 
fecundación asistida? La ley lo soslaya: deberíamos verlo en los matrimonios y en las parejas que no 
son matrimonio, para apreciar cuál debería ser el alcance en todos esos casos. 


Pasaríamos ahora al primer punto referido a requisitos previstos para habilitar la fecundación 
asistida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, brevemente voy a nombrar los títulos para ver si coincidimos. 
Tengo anotados seis: requisitos previstos para habilitar la fecundación asistida; consecuencias del 
incumplimiento; formalidades exigibles; colisión entre el anonimato del donante y el derecho a la 
identidad del nacido; acortamiento temporal del hijo póstumo y filiación del nacido por aplicación de 
técnica. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Hay que agregar la gestación subrogada y lo relacionado con las reglas del 
Derecho Internacional Privado, que es de orden público internacional para la sociedad uruguaya a 
partir de esta ley. 


Con respecto a los requisitos, el artículo 1% hace una enumeración de cuáles son las 
técnicas. Al respecto estuve leyendo las exposiciones que realizaron en esta Comisión los doctores 
Bossano y Montes y que me parecieron muy interesantes. Ellos señalaban que había alguna técnica 
que no figuraba en el inciso tercero. De todos modos, me preocupa el último inciso que establece: “La 
aplicación de cualquier otra técnica no incluida en la enumeración detallada precedentemente, 
requerirá la autorización del Ministerio de Salud Pública...”. Si estamos de acuerdo con que va a haber 
una variación futura, no infinita pero sí muy amplia, de la aplicación de las técnicas, de otras 
posibilidades técnico-científicas y de otras variantes que tienen incidencia sobre el derecho a la 
identidad, a la integridad del embrión, a su vida o proyecto de vida, a la familia, al estado civil -temas, 


en su inmensa mayoría, de reserva legal-, esto no podría ser resuelto por el Poder Ejecutivo, por vía 
administrativa, mediante un Decreto. Por tanto, ¿es conveniente dejar abierta la puerta del inciso final 
para que el Ministerio de Salud Pública, dentro de ocho o quince años, apruebe un procedimiento 
técnico de intercambio de genes en la célula embrionaria para prevenir enfermedades, aunque no esté 
dentro de las previsiones de la manipulación genética, o algún otro procedimiento distinto de 
fecundación asistida? ¿O es buena cosa dejar y decir “hasta aquí llegamos” previendo que para lo 
próximo se necesitará una nueva ley? Esa es la duda. Considero que es de reserva legal y no es 
conveniente que sea un órgano administrativo el que de aquí en más diga que los nuevos 
procedimientos de fecundación asistida que hoy estamos desconociendo quedan librados a la voluntad 
del administrador de turno, entendiendo que este es un tema, reitero, de reserva legal y, por lo tanto, 
no es constitucionalmente posible, o es dudosa esa posibilidad que se plantea. 


Nos referiremos ahora al alcance subjetivo. El artículo 2” dice: “Las técnicas de reproducción 
humana asistida podrán aplicarse...”. ¿Se quiere decir que solo podrán aplicarse en estas 
circunstancias? Parecería que sí. ¿Los procedimientos inventariados y autorizados por el Legislador 
pueden aplicarse necesariamente con estos requisitos y no pueden aplicarse si estos no se cumplen, 
por ejemplo, si no existe infertilidad de la pareja? En la evolución de la legislación española, por 
ejemplo, se han ampliado los fines de la fertilización asistida a casos en los que el receptor o el que se 
beneficia del procedimiento no es infértil. Aquí el Legislador dice: “Las técnicas de reproducción 
humana asistida podrán aplicarse a toda persona como principal metodología terapéutica de la 
infertilidad en la medida que se trate del único procedimiento médico para concebir en el caso de 
parejas biológicamente impedidas para hacerlo”. Parecería que solamente las parejas infértiles pueden 
acceder a estos procedimientos. No es problema de que lo pague el Estado o la mutualista, sino que 
no deberían acceder a estos procedimientos quienes no sean infértiles. Estoy tratando de interpretar lo 
que está en el texto. Ahora bien, nos sorprende el final, que dice: “así como en el caso de mujeres con 
independencia de su estado civil, de conformidad con lo dispuesto en la presente ley”. Luego, respecto 
de las parejas infértiles, el artículo 5” establece que la infertilidad debe comprobarse por doce meses 
de fracasos en la vida común. Es decir que se entiende que hay infertilidad si en ese período no queda 
embarazada la mujer. 


SEÑORA CALVO.- Además, el artículo 5% habla de “embarazo clínico”, y nosotros, que no somos 
médicos, no sabemos qué significa. Nos falta ese dato para poder comprender el significado de la 
norma. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En el análisis que hicimos en el Instituto, la verdad es que no sabíamos a qué se 
refiere el artículo 5% cuando habla de “embarazo clínico”. 


Ahora bien, ¿cómo se demuestra la infertilidad cuando no se trata de un matrimonio? En el 
caso de novios: ¿simplemente por doce meses de noviazgo? ¿Por la manifestación voluntaria de los 
peticionantes? No lo sabemos. 


Pero además el artículo 2% habla, como decíamos, de “mujeres con independencia de su 
estado civil”. Es decir que están incluidas las solteras, las solteras con pareja y las solteras con 
concubino. En este último caso las personas son algo más que una pareja; puede no tratarse de una 
unión concubinaria, porque se requieren cinco años de convivencia, pero una pareja more uxorio vive 
bajo el mismo techo y tiene, en principio, exclusividad de relaciones. Las otras parejas no son 
necesariamente exclusivas. Y finalmente también estarían incluidas las casadas. Cuando el artículo 22 
dice “con independencia de su estado civil”, parecería que, cualquiera sea su estado civil, pueden 
acceder a una técnica de reproducción humana asistida. Entonces, ¿se requiere infertilidad en la 
mujer? Si leemos el artículo 2, parecería que no, porque la infertilidad se reclama para cuando se trata 
de una pareja. En el caso de una mujer sola, ¿cómo se sabe que es infértil? En principio, no puede 
tener hijos porque está sola, porque necesita de un acompañante. Pero ¿es a simple demanda o tiene 
que demostrar una deficiencia somática para procrear? ¿Las parejas de mujeres homosexuales están 
dentro del alcance del artículo 29? En este caso no se trata de un problema de infertilidad y además es 
imposible que traten de demostrarlo, de acuerdo con el artículo 5%, por doce meses de vida en común. 
Entonces, ¿accede a fertilización asistida una pareja de mujeres? Después veremos lo de matrimonio 
homosexual. 


El artículo 6* establece los requisitos. El primero es la capacidad; no alcanzaría con ser 
mayor de edad sino que, además, debe tener capacidad natural. El artículo 831 del Código Civil que 
regula el testamento dice que tenga “libre uso de razón”. En doctrina le llamamos “capaz natural”. No 
necesariamente tiene que haber sido declarado incapaz por un Juez en un procedimiento de 
incapacidad; la persona está afectada por alguna patología que lo transforma en incapaz y podría ser 
declarado como tal, o estar afectado por una patología transitoria la cual no permite que sea declarado 
incapaz. Pero, al momento de celebrar el acuerdo no debería ser incapaz, además de ser mayor de 
edad. Por lo tanto, sugerimos que se establezca: “Serán de aplicación a toda persona capaz, mayor de 
edad luego de ser previa y debidamente informada...”. 


SEÑOR GALLO.- La incapacidad puede ser física o mental; dentro de la incapacidad física puede ser 
solamente motora. También puede ser transitoria o definitiva. La pregunta que surge es: ¿el término 
incapaz abarca todas las posibilidades? ¿O hay que especificar de qué incapacidad se trata? 


SEÑOR RAMÍREZ.- En doctrina jurídica el capaz tiene capacidad mental. La patología puede ser una 
oligofrenia, una demencia o una psicopatía descompensada, hablando muy gruesamente. También 
puede tratarse de una patología transitoria, como es el caso de la ebriedad. 


El acto de otorgar el consentimiento no debería darse en la baranda de la clínica con la 
persona que atiende, sino que se deberían seguir mayores formalidades y adoptar resguardos para 
comprobar la edad, el estado civil, etcétera. Ahora: ¿la mujer con independencia de su estado civil que 
está casada puede solicitar ella sola la realización de las Técnicas de Reproducción Humana Asistida? 
El artículo 2* dice, “las mujeres con independencia de su estado civil”. 


El literal d) del artículo 6* refiere al “Consentimiento” -debe ser capaz y prestar 
consentimiento- “escrito por parte de ambos miembros de la pareja o de la mujer en su caso, ...”. En el 
caso de la mujer puede ser con independencia de su estado civil, por lo tanto puede ser casada. La 
mujer casada puede decir: “Yo a mi marido no le pregunté. Estoy casada, surge de mi estado civil que 
no lo oculto, pero como la ley establece que es con independencia del estado civil. voy a realizarme 
una fertilización asistida o una inseminación con gameto donado y no tengo interés en comunicarlo a 
mi marido”. Es curioso este literal porque establece el “consentimiento por escrito por parte de ambos 
miembros de la pareja...” -parecería que el requisito de consentimiento del otro miembro de la pareja 
es necesario- y continúa diciendo, “o de la mujer en su caso” y, reitero, el artículo 2* dice, “las mujeres 
con independencia de su estado civil”, lo cual incluye a la mujer casada. Estos son los problemas 
técnicos que existen para obtener el consentimiento necesario para pedir un procedimiento de 
fecundación asistida. 


Ahora pasamos a un tema trascendente que es la asignación de estado civil. En la Ley de 
Matrimonio Igualitario se reformó el Código Civil en los artículos 214 y siguientes que establecen las 
presunciones de paternidad y filiación matrimonial. A nuestro juicio no es correcto, desde el punto de 
vista técnico, la solución legal que establece la figura de la progenitura jurídica haciendo una 
presunción, donde no existe. 


Desde el punto de vista técnico y jurídico el artículo 1600 del Código Civil establece que “Las 
presunciones son consecuencias conjeturales que la ley o el magistrado sacan de un hecho conocido a 
otro desconocido”. Se presume que el marido es el padre del niño que nace de su cónyuge. El hecho 
conocido es que están casados y como decían los romanos “pater is est quem nuptiae demonstrant”, 
que significa, “padre es el que demuestra estar casado”, o el que está casado con la madre. El hecho 
conocido, es que están casados y viven de consuno -esto se agregó por la doctrina y jurisprudencia en 
base a una tesis del doctor Domingo Arena y, además, es requisito- y la consecuencia que se conjetura 
es que el hijo es del marido de la madre. En la progenitura jurídica no hay una presunción, es una 
simple ficción, una atribución de filiación. En oportunidad de analizar las distintas formas de atribución 
de filiación matrimonial, el Código de la Niñez y de la Adolescencia establece que ya no se deberían 
llamar hijos naturales y legítimos, sino matrimoniales y no matrimoniales, aunque en el uso diario se 
siguen utilizando los mismos términos. 


Nosotros vamos a entregar a la Comisión un proyecto en el que mantenemos la presunción 
para el matrimonio heterosexual, porque ahí si hay una presunción: el marido de la madre es el que se 


presume padre. Después, se podrá demostrar que no lo es, y por eso las personas legitimadas por la 
ley podrán destruir esta presunción acreditando que el vínculo biológico de paternidad no existe. El 
caso más claro es el de la mujer que tuvo un hijo con otro hombre -no por fertilización- y se le presume 
padre hasta que se demuestre lo contrario -tiene determinados plazos él, el hijo, el padre biológico-de 
acuerdo a determinadas circunstancias establecidas en la ley para demostrar que el vínculo biológico 
no existe, entonces, se le desplaza del estado civil de hijo matrimonial. Luego, como ya no es 
presunción, establecimos en varios incisos subsiguientes -desde el 214. 1 hasta el 214.7 inclusive- la 
atribución de la filiación matrimonial, porque no se presume, simplemente es el Legislador el que le 
atribuye la filiación matrimonial. Como sucede en la adopción plena o en la vieja legitimación adoptiva 
que se le atribuía el estado civil de hijo legítimo -sabiendo todo el mundo que no lo era, porque era una 
adopción- acá es una atribución legal. Dice así: “Se atribuirá de derecho la relación de filiación 
matrimonial entre el cónyuge de la madre y el hijo de esta, cuando ha sido concebido por consecuencia 
de un procedimiento de fecundación asistida, sin utilización de gameto de aquel, acordado así por 
escrito por ambos cónyuges, durante el matrimonio en cumplimiento de los requisitos y condiciones de 
la legislación especial de la materia”, que es la que ustedes están elaborando. Continúa diciendo: “De 
mismo modo, se atribuirá de derecho la relación de filiación matrimonial entre la madre gestora y el hijo 
que alumbró, cuando ha sido concebido sin utilización de un óvulo de esta” -tampoco hay un 
vínculo biológico- “por consecuencia de un procedimiento de fecundación asistida, así acordado por 
escrito por ambos cónyuges, durante el matrimonio y en cumplimiento de los requisitos y condiciones 
de la legislación especial de la materia”. Es cierto que en el proyecto que los señores Senadores tienen 
a estudio, hay una norma que establece que la maternidad se establece por el parto, pero acá no sería 
necesario. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente una duda. La señora Senadora Moreira me preguntaba en qué 
artículo estamos pero, en realidad, entiendo que esto es una modificación de la Ley de Matrimonio 
Igualitario. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Lo que acabo de mencionar está incluido en un proyecto de modificación al 
Código Civil en las modificaciones que le hizo la Ley de Matrimonio Igualitario, que hemos traído y que 
nos parece absolutamente imprescindible, ya que se van a incorporar toda una cantidad de métodos de 
fecundación asistida -en principio, en la Ley de Matrimonio Igualitario simplemente se habla del pacto 
del artículo 214 -y no dice nada más que eso-, como presunción absoluta que no admite prueba en 
contrario. Reitero que no debería ser una presunción, porque no hay un hecho conocido que se pase a 
otro desconocido. Entonces, lo que estamos presentando son opciones para las distintas posibilidades 
de fecundación asistida: con gameto ajeno masculino, con gameto ajeno femenino y con gameto ajeno 
de ambos. El artículo 214.3 dice: “Se atribuirá de derecho, la filiación matrimonial del hijo nacido de 
mujer casada, respecto de ella y de su cónyuge, cuando la concepción se realizó con utilización de 
gametos ajenos a los cónyuges, por consecuencia de un procedimiento de fecundación asistida, así 
acordado por escrito por ambos, durante el matrimonio y en cumplimiento de los requisitos y 
condiciones de la legislación especial de la materia.” 


Seguidamente, el artículo 214.4 propuesto dice: “Se atribuirá de derecho, igualmente, la 
filiación matrimonial respecto de ambos cónyuges cuando el nacimiento se produce por fecundación 
asistida por madre subrogada, por consecuencia de un acuerdo celebrado durante el matrimonio 
conforme a los requisitos y condiciones establecidos en la legislación especial de la materia.”. Es el 
estado civil en el caso de la madre subrogada. 


Como esto es una atribución legal, o sea, es el Legislador el que lo atribuye -no es una 
presunción simple que admite prueba en contrario, que es la presunción originaria del artículo 214-, 
nosotros incluimos este texto, que lo discutimos en el Instituto: “En los casos de los cuatro incisos 
anteriores, la atribución de derecho de la relación filiatoria matrimonial podrá ser destruida 
demostrando que, en los hechos, la concepción no es derivada del procedimiento de fecundación 
asistida pactado entre los cónyuges o no se celebró válidamente el acuerdo de fecundación asistida o 
fue revocado eficazmente, según lo previsto en el apartado siguiente.” Esto refiere a que aquí la 
atribución de filiación legítima al concebido y luego nacido se hace por imperio de la ley y por efecto del 
acuerdo. No se puede probar en contra si el acuerdo es válido, pero siempre que haya sido concebido 
por efecto del procedimiento. Me explico; puede ocurrir que una mujer esté aplicándose un 
procedimiento en la clínica del doctor Bossano -quien estuvo aquí hace unos días- y, simultáneamente, 
tiene relaciones carnales con otro hombre, del que queda embarazada. Entonces, el marido, o la otra 
esposa en caso de matrimonio homosexual, tiene derecho a impugnar la atribución de paternidad 


legítima o de progenitura o filiación legítima demostrando que el hijo no fue producto del procedimiento, 
o el pacto es nulo porque no fue acordado, porque no era capaz o porque no se cumplió con la 
solemnidad prevista por el Legislador, o porque fue revocado, porque la ley establece la posibilidad de 
arrepentirse y revocar un acuerdo de fecundación asistida, siempre que sea eficazmente. 


Por tanto, la destrucción de la atribución -no de la presunción- podrá hacerse demostrando 
que en los hechos la concepción no deriva de ese procedimiento pactado o no se celebró eficazmente 
el acuerdo de fecundación o fue revocado eficazmente, según lo previsto en el apartado siguiente. 


En el apartado siguiente, se establece: “El consentimiento otorgado para la concepción por 
procedimiento de fecundación asistida, será revocable en las condiciones, plazos y con los requisitos 
previstos en la legislación especial de la materia”. 


Con respecto al artículo 215, en él se establece la presunción de concepción dentro del 
matrimonio. El derecho a la presunción de paternidad legítima se establece por mecanismos 
imbricados. Padre es el marido de la madre, pero para que sea hijo legítimo tiene que haber nacido 
dentro de un período determinado que haga presumir que fue concebido durante el matrimonio: 
después de los ciento ochenta días de celebrado el matrimonio y antes de los trescientos días después 
de disuelto el mismo. Eso viene del Código francés, de un médico que consultó Napoleón en su 
momento, y que establecía que el período de concepción entre ciento ochenta y trescientos días. Cabe 
destacar que esto lo reciben la mayor parte de los derechos civiles. 


El Código establecía -y lo sigue haciendo- que “se considera concebida dentro del 
matrimonio, a la criatura nacida fuera de los ciento ochenta días después de contraído este y dentro de 
los trescientos días siguientes a su disolución. Esta presunción es relativa”. Esto significa que se puede 
demostrar. Antiguamente era absoluta; el derecho chileno era absoluto en el sentido de que no podía 
demostrarse que hubiera nacido fuera de ese período. Actualmente, es una presunción relativa, o sea 
que se puede demostrar que, a pesar de haber nacido antes de los ciento ochenta días, fue concebida 
durante el matrimonio; o que tiene trescientos diez días de preñez o de vida intrauterina y es concebida 
durante el matrimonio, a pesar de que se haya disuelto trescientos días antes. 


En este punto hicimos un agregado que nos parecía necesario y que establece: “En la 
hipótesis que se trate de fecundación asistida acordada por escrito para después de la muerte del 
padre concibiente, conforme a la legislación especial de la materia,” -que es el artículo 8” del proyecto 
que ustedes tienen a estudio- “el plazo del inciso primero se computará desde el día en que fuere 
implantado el embrión en el útero de la viuda o esta fuere inseminada con gametos del marido pre- 
muerto y -de nacer en ese lapso- se reputará hijo matrimonial. La presunción de concepción 
matrimonial en este caso admite prueba en contrario, fundada en que, en los hechos, la concepción de 
la criatura no corresponde al gameto del presunto padre fallecido o que el acuerdo entre los cónyuges 
no se celebró válidamente.” En este caso, no se trata de un gameto de un donante anónimo sino que 
es el del marido muerto. La prueba en contrario es demostrando que la viuda se fecundó con otra 
persona y no con el marido premuerto. 


SEÑOR GALLO..- Me gustaría saber qué documento es el que está leyendo el doctor Ramírez. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Es un proyecto que trajimos a consideración de la Comisión para resolver el 
problema de la filiación matrimonial cuando se utilizan técnicas de reproducción humana asistida tanto 
en los matrimonios homosexuales como en los heterosexuales. 


SEÑOR GALLO..- De acuerdo. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Finalmente dice: “Serán requisitos necesarios para la atribución de la relación 
paterno-filial entre el marido pre muerto y el hijo nacido de su viuda, que esta no haya contraído nuevo 
matrimonio antes de la inseminación o de la transferencia del embrión y que cualquiera de ambos 
procedimientos se realicen dentro del año del fallecimiento del marido.” Aquí se plantea un tema 
complejo. Si el Legislador permite -aclaro que en España es un año- que la viuda a los cuatro o cinco 
años reciba el embrión criopreservado o el semen criopreservado del marido, se insemine y tenga un 
nuevo hijo, se genera un problema complejísimo de sucesión hereditaria ya que aparece un nuevo 


hermano, un nuevo heredero que desplaza a los herederos anteriores. Además, se genera un 
problema de prueba muy complicado porque cuando la mujer viuda cree estar embarazada, el Código 
establece que tiene que denunciar el hecho a quienes serían los herederos ya que estos tienen 
derecho de controlar el embarazo; además, ella administra los bienes que el concebido heredó del 
difunto. ¿Cuál sería la situación en este caso? Estamos ante una situación de indefinición que puede 
ser de tres, cuatro o cinco años. El hecho es que hay un embrión -que no tiene un plazo determinado, 
ya que este lo determinará la ciencia y la técnica- y la madre puede decidir, por ejemplo, siete años 
después realizarse la transferencia. Obviamente, deberá estar en edad fisiológica que se lo permita. 
Por lo tanto, nos pareció imprescindible establecer un plazo máximo para que esa mujer pueda 
transferirse el embrión o inseminarse con los gametos del marido premuerto. 


Cuando venía en camino hacia aquí, recordé que hay una norma en la legislación española 
que deberíamos incorporar a este proyecto de ley. La misma contempla el caso de una pareja que ya 
está utilizando procedimientos de fecundación asistida en una clínica determinada y el hombre muere. 
Supongamos que una pareja ya realizó la fecundación in vitro del embrión en una clínica equis que ya 
habían acordado y el hombre muere en un accidente de tránsito. Es decir que no tiene oportunidad de 
dar su consentimiento para nada. En ese caso, el Legislador español presume el consentimiento del 
marido para que el hijo sea póstumo y nazca por inseminación un año y medio después. Es decir que, 
un año y nueve meses después, podría nacer el niño, pero es una presunción de consentimiento. 


Entonces, si es difícil para la Comisión resolver el tema de la filiación matrimonial, es mucho 
más difícil hacerlo respecto a la filiación no matrimonial. El proyecto de ley solo refiere a parejas, 
heterosexuales u homosexuales. El otro integrante de la pareja al que no se le va a aplicar el 
procedimiento de fecundación asistida, que no es la mujer, da el consentimiento por escrito; del 
proyecto de ley no se desprende que ello represente una asignación de paternidad natural. Si la pareja 
está casada, el niño tiene la paternidad jurídica porque según la ley vigente sobre Matrimonio 
Igualitario, reformado el Código Civil, debería concluirse que tiene una paternidad asignada que 
nosotros tratamos de perfeccionar. 


Ahora bien; cuando se trata, por ejemplo, de una pareja heterosexual u homosexual de 
novios, el otro integrante consiente y tienen el hijo, ¿cuál es la filiación? No cabe duda que el niño es 
hijo natural de la madre que lo alumbró, pero ¿es hijo natural del otro miembro de la pareja? ¿Vamos a 
aplicar una progenitura jurídica natural? ¿Es esa la voluntad del Legislador? Pensemos en las 
hipótesis de parejas homosexuales femeninas o de un noviazgo de una pareja heterosexual, ¿es ese el 
sentido o debería restringirse pensando en el interés superior del niño que bastante cascoteado está 
últimamente? La doctrina internacional habla de un cambio de paradigma; en realidad hace una o dos 
décadas el interés superior del niño era proclamado por todos los tratados internacionales, pero ahora 
las nuevas normas legislativas, en muchos casos, anteponen el legítimo interés del adulto. 


Como decía, si pensamos en el interés superior del niño, ¿es razonable que se habilite y 
financie por la sociedad un procedimiento de fecundación asistida para una pareja que puede durar lo 
que un lirio? ¿Qué le atribuimos? ¿Una paternidad natural por el solo hecho de haber dado 
consentimiento cuando quizá ni siquiera tiene el vínculo biológico? Tal vez se trató de un gameto 
donado y más si estamos hablando de otra mujer que necesariamente no tiene participación con sus 
gametos. ¿Va a ser una segunda madre natural? ¿El crío va a tener dos madres naturales? 


A mi juicio se debería procurar acotar la regulación, la asistencia del Estado y el tratamiento 
de la fecundación asistida al matrimonio, máxime cuando actualmente la legislación nacional facilita el 
matrimonio para todos. El matrimonio ya no es un viejo corsé o un cepo en el cual caían los cónyuges 
sino que se sale de él con una extrema facilidad. Incluso, a veces tiene menos obligaciones y es 
menos riesgoso que la unión concubinaria. El Legislador establece que en la unión concubinaria es 
obligatorio y preceptivo sufrir las consecuencias desde el punto de vista personal por el simple hecho 
de convivir cinco años según los requisitos de la Ley de Unión Concubinaria. 


Entonces pregunto: ¿no sería conveniente, para evitar la progenitura jurídica natural y que 
exista una fecundación asistida que promueva hijos con un solo padre y con una sola madre sin una 
familia constituida, tratar de acotar la fecundación asistida al matrimonio? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No entiendo bien cómo el hecho de acotar el proyecto de ley a los 
matrimonios heterosexuales u homosexuales evita, por ejemplo, la progenitura jurídica natural en el 
caso de los matrimonios homosexuales de dos hombres. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Los hombres necesitan un vientre de alquiler, pero la ley no lo habilita. Por lo 
tanto, de acuerdo con la legislación vigente, en el caso de un matrimonio homosexual entre dos 
hombres, podrían adoptar; no pueden tener progenitura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y en el caso de un matrimonio homosexual entre dos mujeres? 


SEÑOR RAMÍREZ.- En ese caso, sí, señor Senador. Si están casadas sí se puede. El Parlamento 
resolverá lo que es correcto; es una decisión difícil de tomar. Lo cierto es que de acuerdo con el 
proyecto de ley y al derecho vigente, en el caso de dos mujeres -una de ellas o incluso las dos, cada 
una por su lado-, pueden concebir por cualquier vía -ya sea natural o fecundación asistida- y también 
pueden llegar a tener un hijo de ambas, del matrimonio. 


SEÑOR MOREIRA.- En el caso de una pareja masculina, unida en matrimonio igualitario, con la 
utilización de la figura del útero subrogado, podrían tener hijos. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑORA MOREIRA.- Si entiendo bien, el doctor Ramírez señala que las personas que tengan un 
vínculo contractual explícito y legalizado, sea en matrimonio o en unión concubinaria, podrían recurrir a 
las técnicas de fecundación asistida. Después está el tema de la paternidad natural, etcétera. Pero 
como hay cada vez más uniones libres y en los matrimonios la tasa de divorcialidad es altísima, 
quisiera saber si tenemos alguna estadística de referencia que nos permita saber si los vínculos 
matrimoniales son más efímeros que las uniones libres. En realidad, hay una gran cantidad de parejas 
que están optando por la unión libre y sospecho que buena parte de las que hoy recurren a las técnicas 
de reproducción asistida, son parejas que viven en unión libre, e incluso, muchas de ellas eligen vivir 
de ese modo a lo largo de su vida, ya sea que recurran o no a la unión concubinaria, luego de los cinco 
años de convivencia. Entiendo que la duda del doctor Ramírez refiere a la fugacidad o al carácter 
voluble o variable de una relación no suscripta en un contrato legal, por eso, consulto si existe algún 
dato que nos permita saber si las uniones libres tienen menos duración que los matrimonios. 


Planteo la pregunta, porque a lo mejor la vida no es así; no lo sé. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En primer lugar, no tengo datos estadísticos. Es cierto que es muy alta la tasa de 
divorcios, pero no tengo dudas de que lo que la señora Senadora llama uniones libres tiene una tasa 
de circulación mucho más elevada. Por algo las parejas no quieren, ni siquiera, celebrar un matrimonio, 
cuando lo único que establece son reglas de convivencia. 


Además, nuestro Legislador, tiene ciertas contradicciones, porque las uniones libres, después 
del quinto año ya no son libres. No hay un acuerdo voluntario de continuar en una relación libre, sino 
que imperativamente cae en el estatuto de la unión concubinaria, con una gran cantidad de 
incertidumbres: es mucho más seguro casarse que vivir en concubinato, salvo que uno de los 
integrantes de la relación interrumpa la prescripción, por ejemplo, yéndose a vivir con otra persona a 
los cuatro años y seis meses, y después retomar la relación, de modo de interrumpir la usucapión, o 
sea, la prescripción adquisitiva del estado de unión concubinaria. 


Ahora bien; me interesa referirme a lo siguiente. Cuando el INAU da en adopción un niño, 
razonablemente, se le exige por ley que tome una serie de recaudos a efectos de determinar cuál es el 
estado de la pareja que va a adoptar al niño, porque es de preferencia, necesario o conveniente, que 
los niños tengan una familia, concepto establecido en distintas normativas. Esto me lleva a pensar que 
no es razonable que el Legislador no exija otra cosa que la mera pareja, que puede ser incluso sin 
convivencia -no se habla de convivencia, menos aun de un plazo de unión concubinaria y menos aun 
de pareja exclusiva-, para que se pueda acceder a un procedimiento de fecundación asistida y que el 


consentimiento que dé el otro integrante signifique que va a ser un progenitor natural. En verdad, me 
genera dudas. 


Obviamente, los señores Senadores lo saben mucho mejor que nosotros porque lo han 
analizado durante mucho tiempo, pero lo cierto es que todos los procedimientos de fecundación 
asistida implican la generación de una cantidad de problemas de índole psicológico tanto para la pareja 
como para el niño, porque la cuestión es saber si se le debe decir o no, si se debe mantener el 
anonimato del donante del gameto, etcétera, etcétera. 


Creo que deberíamos encuadrar esto dentro de un estatuto como el del matrimonio, que hoy 
no se le priva a nadie contraerlo; antes de la Ley de Matrimonio Igualitario se podía decir que las 
parejas homosexuales no podían acceder al matrimonio. 


Tal vez los integrantes del Instituto no coinciden conmigo, pero las dificultades que hay para 
asignar la paternidad natural es lo que nos hace plantear esta solución de excluir del procedimiento a 
las parejas no casadas. De esta forma, no habrá que asignar un padre natural simplemente porque 
firmó un consentimiento. Puede suceder que no tenga ningún vínculo -afectivo ni biológico- pero, como 
firmó el consentimiento, le caerá el sayo y tendrá que cargar con la responsabilidad de ser el padre 
natural. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con la mayor de las delicadezas, quiero decir que nosotros habíamos previsto 
destinar una hora a escucharlos, dado que también está invitado el Colegio Médico. Vamos a pedir a 
estos que esperen media hora adicional, pero me gustaría saber si en ese tiempo podemos, por lo 
menos, terminar la presentación de ustedes, a fin de poder atender a los otros invitados. 


De todas formas, vamos a continuar. 


SEÑOR RAMÍREZ.- La gestación subrogada tiene problemas complejos. En primer lugar, ¿quién tiene 
derecho a abortar? Después de sancionada la ley de aborto, cabe preguntarse si, una vez que se 
confía el embrión en una madre subrogante, la que decide abortar es la madre que anida con embrión 
ajeno. Es alguien que no tiene ninguna responsabilidad y es absolutamente discrecional su decisión, 
pero me pregunto si al mes y medio de embarazo podría decidir interrumpirlo sin ninguna justificación. 
¿Puede dar la orden de interrumpir el embarazo la madre titular del embrión? ¿Quién es que decide? 


Por supuesto que hay una cantidad de temas que no están resueltos, como la selección de 
los gametos o la selección pre implantación, pero están en otras leyes y no los hemos visto. 


Con respecto a la pregunta del señor Senador Moreira sobre la posibilidad de gestación por 
madre subrogada de un hombre, a mi juicio no surge esa posibilidad. El inciso segundo del artículo 26 
dice: “Exceptúase de lo dispuesto precedentemente, el caso de una mujer que, por una enfermedad o 
sus secuelas, esté imposibilitada de llevar a término su gestación, en cuyo caso podrá acordar con un 
familiar suyo o de su pareja, de segundo grado de consanguinidad, la implantación y gestación de sus 
embriones”. Por tanto, no entra en la hipótesis prevista en el proyecto la posibilidad de que una pareja 
de homosexuales varones acuda a -hablando vulgarmente- un alquiler de vientres. Es más, no sé si al 
decir “sus embriones” puede usar óvulos ajenos. En principio, parecería que se trata de los embriones 
de la propia mujer con su pareja, pero podría suceder que la infertilidad provenga del hecho de que no 
tenga óvulos y deba acudir a la donación de óvulos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son los gametos de la propia pareja. 
SEÑOR RAMÍREZ.- Entonces, está descartada la posibilidad. 


En el artículo 26 me parece que hay un error de texto. El primer inciso de este artículo dice: 
“(Nulidad).- Serán absolutamente nulos los contratos a título oneroso o gratuito en virtud de los cuales 
una de las partes provea un embrión para su gestación en el útero de una mujer cuyo gameto no fue 
utilizado para darle origen, obligando a esta a entregar el nacido a la otra parte o a un tercero”. 


Me refiero, concretamente, a la expresión “cuyo gameto no fue utilizado para darle origen”. A 
contrario sensu, pienso que el acuerdo es válido cuando el gameto fue de ella. A mayor razón debería 
ser así. Es cierto que en algunas legislaciones se admite que el gameto lo ponga la madre anidante - 
¿no es así?-, de modo que es madre gestora y madre genética; sin embargo, en la mayor parte de 
ellas simplemente anida, es decir, no tiene participación genética alguna. De manera que, en lo 
personal, suprimiría la expresión “cuyo gameto no fue utilizado para darle origen” porque está de más y 
promueve una interpretación que no sería la deseada. 


En lo que respecta al artículo 27, interpretamos que una mujer sola no puede obtener una 
fecundación asistida por gestación subrogada, puesto que se dice: “En el caso previsto como 
excepción en el artículo precedente, la filiación de los hijos nacidos por gestación subrogada, 
corresponderá a la mujer que haya aportado el óvulo y a su pareja”. De manera que la fecundación 
asistida para una mujer sola o, en su caso, una mujer con independencia de su estado civil, parecería 
no estar comprendida. 


SEÑOR MOREIRA.- Confieso que esto me genera dudas. 


El doctor Ramírez tiene razón en cuanto a que el texto del artículo referido a la gestación 
subrogada parece indicar que las parejas de hombres estarían impedidas de hacerlo. Sin embargo, 
creo recordar que inicialmente aquí se habló de parejas homosexuales sin hacer distinción de sexo, es 
decir que podía tratarse de dos mujeres o de dos hombres. 


Asu vez, en el artículo 2? se expresa que las técnicas podrán aplicarse a toda persona como 
principal metodología terapéutica de la infertilidad, en la medida en que se trate del único 
procedimiento médico para concebir en el caso de parejas biológicamente impedidas para hacerlo. 
Este último es el caso de los hombres. Es decir que no se trataría solo de los infértiles, sino también de 
los que tienen el mismo sexo. Según recuerdo, inicialmente la señora Senadora Constanza Moreira 
planteó lo relativo a las parejas homosexuales y a las mujeres solas; esa fue la ampliación del proyecto 
original aprobado en la Cámara de Representantes, que era para parejas heterosexuales y no para 
parejas homosexuales. Al menos quien habla siempre entendió que el tema del útero subrogado 
trataba de ser abarcativo y comprender a las parejas formadas por dos mujeres o por dos hombres. 
Por lo menos así lo había entendido. La redacción del artículo 2* parece permitirlo, porque habla de 
parejas biológicamente impedidas para hacerlo; podría tratarse de dos hombres, de dos mujeres o de 
una pareja infértil. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Dos mujeres estarían biológicamente impedidas de hacerlo, como pareja. Lo 
mismo ocurriría si se tratara de dos hombres. Ahora bien, por vientre alquilado, la ley dice que no se 
puede y establece solo una excepción, que es la mujer pidiéndole a su cuñada o a su hermana. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-Reitero que, tal como está redactado, en el anonimato de la donación de gametos se da una 
contradicción con el artículo 219 tal como está redactado actualmente. 


Con el doctor Abal, profesor de Derecho Procesal, ayer estábamos viendo el tema desde el 
punto de vista procesal, entonces, la pregunta sería a quién se demanda. Es correcto que el proyecto 
de ley establezca que, en ciertos casos, se pueda tratar de determinar quién es el padre genético por 
razones de trascendencia, fundamentalmente médicas, como ser, enfermedades hereditarias. Ahora 
bien, ¿a quién se demanda? No se sabe quién es el demandado. No tiene sentido demandar y 
emplazar al padre genético porque lo que se quiere saber es si se puede conocer quién es. Los padres 
legales, legítimos o naturales, en el caso de que se llegara a la paternidad jurídica natural o 
progenitura jurídica natural: ¿a quién demandan en representación del niño? No saben a quién y, 
precisamente, el objeto del juicio es saber a quién; no hay otra finalidad; no se trata de pedirle que 
pague una pensión, ni que reconozca al hijo, no tiene efectos civiles. Como dije, no se sabe quién es, 
no pueden emplazarlo. El Juez no debería decir: “vamos a averiguar en la clínica quién es y lo 
emplazamos”, porque ahí ya se reveló quién es el donante y ya no tiene objeto el juicio porque ya se 
sabría que es Fulano de Tal, Fulana de Tal o Fulano y Mengano si fueran los dos donantes. Por su 
parte, la clínica no tiene un interés personal, entonces, sus responsables dirán que si le piden la 
información, la dan y, ¿quién es el que se opone? No veo cuál es la legitimación procesal pasiva en 
ese juicio. 


El artículo 25 del proyecto de ley dice: “(Procedimiento). Entablada la acción,” -no se sabe 
contra quien- “salvo que la misma fuera manifiestamente improcedente, en cuyo caso el tribunal la 
rechazará sin más trámite disponiendo su archivo, se convocará a las partes a una audiencia dentro 
del plazo de tres días contados a partir de la presentación de la demanda. 


En la audiencia se oirá al interesado,” pero no sabemos quién es. Obviamente quien debería 
dar la información es la clínica que es la que tiene los archivos y sabe que el gameto lo donó Fulano de 
Tal, pero la clínica no es un interesado y, como ya dije, no sabemos quién es el interesado. No sé si los 
integrantes de la Comisión ya han consultado a los integrantes de la Cátedra de Derecho Procesal, 
pues no es fácil determinar cómo se entabla el juicio. No sé si mis compañeros lo pensaron para esa 
hipótesis. 


Con esto habría terminado. Me hago cargo de que queda una enorme cantidad de temas de 
gran dificultad, más médicos que jurídicos pero, como es obvio, con incidencia jurídica. 


SEÑORA CALVO.- Siguiendo el esquema inicial de la disertación del doctor Ramírez, me gustaría 
hacer unas pequeñas apreciaciones con respecto a los puntos que él marcó. El habló del 
incumplimiento y recuerdo que los señores Senadores dijeron: somos médicos, estamos del lado de la 
medicina y no de poner sanciones. El problema es que si hubo un incumplimiento porque no se 
cumplió con el pacto o si se hizo trampa en la subrogación, hay un hijo que no puede ser nulo, por 
tanto, tendrá que tener una filiación que será matrimonial o no matrimonial. Se podrá imponer una 
sanción -no sé de qué tipo- a quien violó el pacto, pero el incumplimiento es muy difícil de definir 
porque es distinto a si se está en el área contractual. Acá el incumplimiento, en definitiva, siempre 
tendrá como consecuencia un hijo que tendrá que insertarse en la sociedad; un hijo que vino al mundo 
sin que nadie lo llamara. Entonces, no es menor pensar en el tema del incumplimiento. 


Un segundo punto tiene que ver con la voluntad y con las formalidades o solemnidades que 
debería tener esa voluntad. No soy escribana -lo digo porque no tengo una adoración especial por los 
registros- pero me parece que debería de existir algo como un registro de las voluntades, una especie 
de formulario oficial donde consten unos datos mínimos y que el hecho del pacto de progenitura no 
quede -como está hoy y como parece que va a quedar si la ley se aprueba en estos términos- 
solamente en el campo de las clínicas de fertilización, que como quieren salvar su responsabilidad, 
hacen firmar una serie de documentación que termina siendo el pacto. Entonces, ese pacto, que debe 
incluir el nombre, el estado civil, es donde tendría que apreciarse la capacidad natural que decía el 
doctor Ramírez. Es decir que la persona goce de ese mínimo de razón que tendría que tener, aunque 
no esté interdicta. 


En paralelo con este ejemplo registral, me parece que como entre la aplicación de una 
técnica y la otra pasa normalmente un tiempo relativamente prudencial, habría que emitir una especie 
de certificado de pacto vigente antes de la nueva aplicación de esa segunda técnica. El pacto se puede 
revocar. ¿Cómo comunico este hecho? ¿Me paro en un banco y digo que revoco el pacto? ¿Tengo que 
notificar en varios lados este hecho? ¿Me van a tomar la declaración de voluntad? Aquí se habla de 
“revocación” y parecería que esto llama a la conjunción de las voluntades que participaron en el acto, 
donde hubo un acuerdo y por el que se aceptó la progenitura jurídica. El revocar parecería que 
requiere las dos voluntades, pero creo que debería alcanzar con una sola voluntad como, por ejemplo, 
cuando en una pareja alguien no quiere tener hijos con el otro, no tiene relaciones sexuales y punto. 
Este aspecto, de alguna manera, debería estar registrado y tener un viso oficial, es decir que haya un 
registro y que en él se tome nota de los pactos y se anote también el pacto anulado, de forma que se 
sepa que está tachado o que tenga un registro marginal. Todo esto respecto al registro de las 
voluntades. 


Ahora me voy a referir al anonimato. Me parece que es muy difícil ensamblar el querer 
conocer la identidad o ese derecho a conocer la identidad, con el anonimato que tiene que existir con 
el donante, entre comillas, de esperma o de óvulos. Expreso que es entre comillas porque siempre digo 
que algo hay detrás de la donación, ya sea un viático o un interés, porque no creo que haya tantos 
beneficiarios anónimos en favor de terceros. Por tanto, me tengo que sacar la venda y ver la realidad. 
Me han llegado correos electrónicos de un laboratorio clínico que expresan: “Sea feliz. Haga feliz a otro 
y séalo usted, done gametos”. Entonces, evidentemente, detrás de esto hay algo porque nadie lo va a 
hacer por nada. 


Entonces, en esto del anonimato hay situaciones muy especiales, pero parto de la base que 
los estudios previos que se tienen que hacer respecto a los donantes deberían excluir el tema de una 
posible enfermedad para que no fuera transmisible, etcétera. En consecuencia, considero que el 
anonimato es importante. 


(Dialogados.) 


-Por otra parte, creo que la ley discrimina y que seguimos haciéndolo desde el momento en 
que se permite tener una maternidad jurídica a dos mujeres y no así una paternidad jurídica o tener 
hijos a una pareja de dos hombres. Me parece que eso se debería permitir. 


Además, hay otra realidad: ya no hay que ir a Estados Unidos; la gente va a la India y por un 
precio muchísimo menor -es como un tercio de lo que cuesta ir a Estados Unidos-, se puede conseguir 
un vientre de alquiler o una maternidad subrogada. De esta forma, llegan a los países con las criaturas 
debajo del brazo y con la partida de nacimiento. 


¿Acaso vamos a hablar de la excepción de orden público internacional? Pero ¿no son 
personas? Sí, lo son. Y cuando llegan, ¿no se insertan en nuestra sociedad? Sí, vienen y se insertan 
en nuestra sociedad. Entonces, la gente recurrirá a realizar estos procedimientos en el exterior pero 
los niños van a estar igual y ocurrirá lo que dije antes. ¿Acaso podemos decir que esos hijos son 
nulos? No podemos decir eso. ¿Hubo una violación? Sí, la hubo, pero luego habrá que determinar si es 
de aplicación la excepción de orden público internacional, lo cual no resulta fácil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sé que a esta hora del día estoy un poco cansado, pero creo recordar que 
nuestra invitada estaba hablando del anonimato en la donación de gametos y de la falta de altruismo 
que puede haber en la donación. Hasta ahí la seguí perfectamente. Ahora bien, no entendí cuál es la 
conclusión de ese razonamiento ni cómo se pasa de ese complejo tema del anonimato a la 
discriminación entre parejas homosexuales masculinas y femeninas. 


SEÑORA CALVO.- Traté de seguir los distintos aspectos; no obstante, quizá omití decir que hay un 
punto de conexión muy fácil. Existe el problema de que ninguna mujer va a prestar su vientre para que 
haya toda una gestación sin una contraprestación. Se le podrá llamar viático o de otra forma, pero algo 
va a existir, de la misma manera que existe para la donación de los gametos masculinos o femeninos. 


Creo que no se trata de decir: “¡Qué horrible, qué alarmante que se consigue a través de un 
precio!”, cuando todos sabemos -aunque cerremos los ojos- que las donaciones no son tales sino 
contratos onerosos. 


Sin ánimo de extenderme demasiado, quiero decir que participé y colaboré en la redacción 
de este proyecto de ley pero le expresé al doctor Ramírez que, en el fondo, yo no estaba de acuerdo. 
No es que no esté de acuerdo con lo que está ahí establecido -porque con las soluciones sí lo estoy-, 
sino que me parece que seguimos haciendo pequeños emparches cuando, de una vez por todas, 
deberíamos asumir la distinta realidad que tenemos sin que eso sea discriminatorio ni diferencial. 


Por un lado están quienes pueden concebir entre sí, mediante la conjunción carnal, quienes 
deberían tener un reglamento y una cantidad de acciones que se derivan de ese tipo de filiación. Digo 
esto porque, cuando el padre es el que las nupcias muestran, es porque se presume al marido padre 
de todos los hijos habidos por su mujer. Y para cuando el vínculo biológico no concuerda con el vínculo 
jurídico, existe una batería de acciones tales como la acción de desconocimiento de la paternidad, la 
acción de contestación de la filiación, etcétera. Ahora bien, cuando no es posible la presunción y 
pasamos al pacto de progenitura, las normas que rigen son otras, porque el pacto de progenitura exige 
una serie de requisitos. Hoy por hoy, frente a un matrimonio entre los padres, en vigencia del pacto - 
con capacidad y edad requeridas-, no podemos tener las mismas acciones para impugnar que ese hijo 
no es hijo del pacto -por decirlo de alguna manera-, porque no hay una presunción de que el padre es 
el padre en tanto marido de la madre. No, el padre es el padre y la madre es la madre o los dos, si son 
del mismo sexo, son progenitores porque firmaron un acuerdo. Entonces, las acciones que pueden 
derivarse de esa filiación son otras muy distintas de las que se pueden dar cuando la procreación es 
biológica. Ahí se puede demostrar que yo no fui fiel con la clínica -por decirlo así- y que el hijo que tuve 
fue producto de una relación sexual con mi vecino y que nada tiene que ver con el pacto. Pero el pacto 
no puede enceparme en una filiación que no me corresponde, ni a mí como hijo, ni al padre biológico 
como tal, que puede reclamar porque quiere ser padre. Entonces, habría que establecer por un lado la 
progenitura jurídica y todas las acciones que esta puede dar lugar para cuando no haya una 
concordancia y el hijo no nazca de acuerdo con lo que se pactó en la clínica. 


De la misma manera que estamos tratando la filiación matrimonial, creo que debería tratarse 
la no matrimonial, tal como está hoy establecida entre el Código Civil y el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, con algunas modificaciones de la Ley N* 19.075. Asimismo, también habría que abordar 
la filiación matrimonial -y acá me permito discrepar con el doctor Ramírez- por progenitura jurídica. A mí 
me parece que hoy en día cada vez son más las parejas que viven sin casarse, y no veo qué 
inconveniente puede haber para que puedan tener un hijo mediante un procedimiento de fertilización 
asistida, de la misma manera que una pareja de concubinos puede adoptar, o incluso una persona 
sola. Entiendo que el tema no es sencillo porque acá falta algo a lo que ya se hizo referencia: atribuir al 
que firmó el pacto de progenitura y no está casado la paternidad del hijo habido por el otro de la pareja, 
o el que se tuvo por un vientre subrogado. 


Yo separaría para legislar. Por un lado, estaría la filiación por naturaleza, porque fue 
concebido entre un hombre y una mujer en matrimonio; por otro, la filiación por naturaleza no 
matrimonial; luego, la filiación por adopción que es otro tipo, y finalmente la filiación por progenitura 
jurídica. Propongo que se separe para legislar porque todos tienen características distintas, un régimen 
distinto y acciones de estado de familia distintas. 


No tengo más nada que decir. 


SEÑOR TROBO.- Suscribo lo que ha dicho la doctora Luz Calvo. El tema de las acciones del estado 
civil es sumamente complejo y coincido con lo que ella planteaba en cuanto a que debe considerarse la 
filiación matrimonial, la extramatrimonial y la que ahora aparece mediante la progenitura jurídica. Por 
las circunstancias de hecho que abarca cada una de ellas y la volubilidad que se da, más que nada en 
las parejas no matrimoniales, no por su duración sino por la posibilidad de que alguien sea hijo de otra 
persona aunque no haya habido pareja -por ejemplo, que sea hijo de una relación ocasional-, el tema 
es muy complejo. Por eso prefiero quedarme con lo que decía la doctora Calvo. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En realidad, con relación a lo que conversamos ayer con la doctora sobre cómo 
presentar esto, lo que hicimos fue exponerlo en el artículo 214 con incisos sucesivos. Cada vez que el 
instituto vino a las Comisiones de la Cámara de Representantes y del Senado para hablar sobre el 
matrimonio igualitario, una de las cosas en las que insistíamos era que había que separar 
estructuralmente -geográficamente diría Justino Jiménez de Aréchaga, que siempre hablaba en esos 
términos acerca de la ubicación de las disposiciones jurídicas- un título para los hijos de matrimonios 
heterosexuales, con todas sus presunciones, todo el régimen ya previsto y natural para la concepción 
entre parejas heterosexuales, y luego hacer un sistema distinto para parejas homosexuales. Pero con 
esa propuesta no tuvimos éxito. Finalmente, lo que se aprobó es que en el mismo artículo 214 se 
ponga “pacto progenitura” como excepción. Pero cabe aclarar que, como excepción, está mal previsto 
pues hay un error técnico severo en ella, se excepciona mal; hay un error de redacción en el artículo 
214 de la Ley de Matrimonio Igualitario. ¿Por qué? Porque quisieron poner en la misma bolsa cosas 
que son aceite y agua, que son distintas. 


Entonces, habida cuenta de la dificultad que no habíamos logrado superar, lo planteamos en 
un solo artículo, el 214. Los dos primeros incisos son los que tenía el Código de la Niñez y la 
Adolescencia, que este le incorporó al Código Civil. En este caso, lo único que hizo fue agregar que la 
presunción era simple y admitía prueba en contrario. Y luego vienen los artículos 214.1 a 214.7. 
Coincido con la doctora en que lo ideal sería que hubiera un título separado, pero ya hemos fracasado 
en nuestro intento técnico en las oportunidades anteriores. Por eso nos parecía que era más fácil, 
hasta para la propia Comisión, que lo tratara de colocar dentro del artículo 214. 


SEÑOR GALLO..- Creo que no fui entendido o por lo menos la respuesta no está en línea con lo que el 
doctor Ramírez acaba de decir. Lo que nuestros invitados nos están dejando es una propuesta de 
modificación del Código, pero la idea no es introducirla en este proyecto. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En realidad, deberían tener sanción simultánea. El proyecto de fecundación 
asistida, que es el que los señores Senadores tienen entre manos y a estudio, regula un conjunto de 
procedimientos, y nosotros tratamos de resolver cómo actúan sobre la filiación matrimonial. Por lo 
tanto, esta propuesta debería ser aprobada junto con el proyecto pero, en lugar de ser un artículo de la 
ley, debería ser un artículo que vuelva a modificar los artículos 214 y 215 del Código Civil. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero sugerir que la versión taquigráfica de esta comparecencia sea enviada a 
la Comisión de Constitución y Legislación, que es finalmente la que trabajó sobre la ley de matrimonio 
igualitario, para que evalúe si mientras estamos aprobando este proyecto o con posterioridad se 
considera una nueva modificación del Código Civil. Creo que es el procedimiento más correcto. 


SEÑOR AGAZZI.- Al comienzo de la exposición del doctor Ramírez, también propuso modificaciones al 
texto del proyecto de ley que tenemos en consideración, porque tenía incorrecciones o aspectos que 
se podían expresar de otra manera. Es decir que nuestros invitados están realizando dos aportes: uno 
de ellos es sobre el proyecto de ley que estamos trabajando y el otro es sobre la reforma del Código 
Civil. 


SEÑOR MOREIRA.- Adelanto mi opinión favorable a la sanción contemporánea de los dos 
instrumentos, porque habíamos dicho reiteradamente que nunca debió aprobarse la ley de matrimonio 
igualitario sin aprobar antes o al mismo tiempo esta. Creo que se auxilian o se alimentan 
recíprocamente, de modo que son dos instrumentos que tienen que ser contemporáneos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la exposición de los académicos visitantes. Por mi parte voy a 
revisar muy a fondo la versión taquigráfica para tratar de entender todo lo que se ha planteado, y tal 
vez este último aspecto, que evidentemente es central -me refiero a la modificación del artículo 214-, 
amerite la reunión conjunta de las Comisiones de Constitución y Legislación y de Salud Pública a los 
efectos de darle una solución definitiva. 


(Se retiran de Sala los doctores Juan Andrés Ramírez, Luz Calvo y Gonzalo Trobo.) 


“Modificación a la Ley de Matrimonio lgualitario Presentada por el Instituto de Derecho Civil Salas 1 y 
4” 


(Ingresan a Sala representantes del Colegio Médico del Uruguay.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Salud Pública tiene el agrado de recibir a la delegación del 
Colegio Médico del Uruguay, integrada por el señor Presidente, doctor Jorge Torres, por los 
Consejeros, doctores Oscar Cluzet y Gerardo López Secchi, por el Asesor Jurídico, doctor Juan 
Errandonea, y por el Secretario, doctor Omar Alonso. 


Tenemos a consideración un proyecto de ley sumamente complejo que a todos nos atrapa en 
la discusión de detalles y de aspectos conceptuales. 


Vamos a otorgarles el uso de la palabra para que hagan su presentación y luego 
comenzaremos con las aclaraciones, preguntas y comentarios. 


SEÑOR TORRES.- El Colegio Médico del Uruguay agradece a la Comisión de Salud Pública del 
Senado por tener la deferencia de solicitar nuestra opinión sobre este importante proyecto de ley. En lo 
personal -en esto represento el sentir del colectivo- es un honor dialogar con ustedes a propósito de 
este tema. 


Lamentamos el escaso tiempo que tuvimos para analizar el proyecto de ley que está a 
estudio de esta Comisión -hace dos semanas tuvimos las primeras noticias- y, en consecuencia, el 
informe asume un carácter primario, susceptible de futuras ampliaciones, si es que así lo consideran. 


Por otra parte, si bien no contamos con una exposición de motivos, al analizar el proyecto de ley 
surgen, por lo menos, dos hechos fundamentales a los que están abocados: por un lado, normatizar las 
técnicas de reproducción humana asistida y, por otro, procurar que el Sistema Nacional Integrado de 
Salud asuma a su cargo, total o parcialmente, sus costos. 


Luego de estas precisiones iniciales, el Colegio Médico del Uruguay, en términos generales, 
destaca el material que ha recibido -que, seguramente, ha sido fruto de muchos tiempos de trabajo- y, 
además, entre otras cosas, advierte que lo hace desde una perspectiva que, por las razones que 
hemos invocado en las líneas precedentes, se puede caracterizar como búsqueda de la justicia social. 
Al mismo tiempo, advertimos que muchas de las observaciones que haremos aquí posiblemente 
resulten adecuadamente contempladas en la posterior elaboración de un decreto reglamentario, que 
forma parte más del conocimiento que ustedes tienen de la técnica legislativa de lo que va en cada 
rubro. 


En cuanto a los aspectos generales del proyecto de ley, quiero decir que, en primer lugar, el 
texto parece como algo débil en lo relativo al tema de los embriones. En realidad, sería más exacto 
afirmar que, en términos generales, la ley deja en un área de indefinición el destino de los embriones, 
lo que refleja la propia incertidumbre que al respecto parece imperar en la discusión de ética actual a 
nivel universal. Sin embargo, a nuestro juicio, hay algunos aspectos en los que sería necesario avanzar 
en alguna definición. 


En primer lugar, estaríamos hablando de las condiciones de conservación y eliminación de los 
embriones, puesto que bajo la normativa propuesta podría estar involucrada alguna responsabilidad 
directa del propio Sistema Nacional Integrado de Salud. En el marco que estamos analizando: ¿A quién 
cabría imputar los costos de conservación de los embriones? ¿De quién sería la responsabilidad 


atribuida a la eventual destrucción de los mismos? ¿Qué grado de decisión autónoma le 
correspondería en esta decisión a la pareja que los generó? 


En segundo término, deberían explicitarse las condiciones bajo las cuales sería posible 
proceder a obtener unas condiciones no inducidas de donación de embriones por parte de una pareja - 
no aparece mencionado en el texto-, particularmente, una vez que la misma haya podido concretar su 
búsqueda reproductiva. 


En tercer lugar, debería haber otro capítulo donde sería necesario, a juicio del Colegio 
Médico del Uruguay, realizar alguna propuesta normativa. El tema del mismo sería el del Diagnóstico 
Genético Preimplantatorio, el cual supone, inevitablemente, tomar alguna decisión que excluyera su 
implantación y considerara una eventual destrucción respecto del embrión portador de graves defectos 
genéticos. 


Más adelante -en esta apreciación general sobre el tema embriones, que es un asunto 
complejo- nos referiremos a la transferencia cuantitativa de embriones. También hablaremos algo sobre 
el artículo 10 -donde se hace referencia al mismo- y, en último término, a la investigación con 
embriones. 


Pasemos, en segundo lugar, a realizar algunas consideraciones específicas. 


En el artículo 1%, que es el objetivo, en la descripción del objeto de la ley se establece la 
regulación de las Técnicas de Reproducción Humana Asistida, así como los requisitos que deben 
cumplir las instituciones que las realicen. 


No obstante, en el texto no se especifica nada acerca de los requisitos de las instituciones, 
aunque podrían contemplarse en detalle en la correspondiente reglamentación. Pero parece 
conveniente que si se incluyen como un objetivo específico de la presente ley, se adelanten algunos 
lineamientos generales, particularmente referidos a la calidad y seguridad efectivamente provistas por 
los respectivos Centros, así como los eventuales mecanismos de contralor que se hallarían 
disponibles. 


Además, y a mero título de ejemplo, tales lineamientos podrían incluir también el posible 
diseño normativo de un eventual y futuro Centro Nacional de Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 


Más allá de la ausencia de referencia actual a la inyección citoplasmática de 
espermatozoides -la que debería incluirse-, estamos de acuerdo con la formulación meramente 
enumerativa y sin pretensión exhaustiva del presente proyecto de ley con relación a las técnicas 
actuales, lo que dejaría la incorporación de futuros avances científicos al alcance del mecanismo de un 
decreto ministerial. Para abocar a ese decreto se podría contar con el eventual asesoramiento de la 
Comisión Honoraria de Reproducción Humana Asistida al amparo de una ampliación de sus cometidos 
detallados en el artículo 31 del presente proyecto de ley. 


En cuanto al artículo 2* “alcance”, sería conveniente expresar que estas técnicas podrán 
aplicarse a toda persona como principal metodología terapéutica de la infertilidad y de la esterilidad. 
Actualmente, ambos términos son usados muy frecuentemente casi con el mismo sentido. 


Asimismo, se entiende que se debería incluir en este artículo a los matrimonios del mismo 
sexo, celebrados conforme a la Ley N* 19.075, puesto que si legalmente se admite que los mismos 
pueden adoptar, no se contaría con razones sustanciales, por lo menos de orden jurídico, para 
limitarles el acceso a las Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 


Con relación al artículo 3% “deberes del Estado” existe una opinión muy positiva en el Senado 
al incluir estas técnicas dentro de las prestaciones del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Estamos de acuerdo con el agregado propuesto acerca de la prevención de la infertilidad 
secundaria porque, a pesar de que la misma ya se encuentra incluida en la Ley N* 18.426 -Defensa del 
Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva, artículo 3*, literal k)-, entendemos que su inclusión en una 
ley de provisión de Técnicas de Reproducción Humana Asistida, aunque redundante, no resultaría fútil. 
Y ello por cuanto debe propenderse al abatimiento de la tasa de infertilidad secundaria, la cual guarda 
una relación inversa con la calidad de la prevención primaria y secundaria. Se evitaría así la paradoja 
de que al no evitar las circunstancias provocadoras de esterilidad secundaria fuera después necesario, 
para la persona involucrada, recurrir a una reproducción asistida, lo que a todas luces constituye, en 
definitiva, un ejemplo de inadecuada asignación social de recursos. 


En el artículo 4%, referente a los procedimientos de reproducción humana asistida de alta y 
baja complejidad y su cobertura, habida cuenta del elevado costo actual de las técnicas de alta 
complejidad, si se quiere mantener incólume la pretensión de accesibilidad universal -que entendemos 
resulta consustancial a la filosofía del presente proyecto de ley-, debería preverse alguna financiación 
especial, pero ese camino es un tema que realmente desborda al Colegio Médico del Uruguay. 


El artículo 6*, relativo a los requisitos, va casi en un sentido contrario al anterior en el que 
parece que propendemos a que se realicen mayores gastos. Entendemos conveniente la fijación de 
algún tipo de límite de edad, de forma tal de optimizar la relación existente entre el riesgo de la salud 
de las pacientes que se someten a esas técnicas y el beneficio esperado de las mismas. Ese aspecto 
debería especificarse también en el literal d) referente al consentimiento escrito por parte de ambos 
miembros de la pareja. Tal edad máxima no debería interpretarse como restrictivo para la intención de 
procrear por parte de una determinada pareja sino, simplemente, como límite de provisión de una 
específica cobertura social. En tal sentido, entendemos que el Colegio Médico del Uruguay, más que 
incursionar de su parte en los elementos de fijación concretos de dichos límites, se encuentra 
genéricamente de acuerdo en el establecimiento de criterios de máximos etarios por parte de los 
sistemas sociales de oferta de las técnicas de reproducción humana asistida. En efecto, estos máximos 
deberían resultar de análisis concretos de base epidemiológica sobre el balance riesgo-beneficio en 
distintos grupos etarios, que los hay tanto para la mujer como para el hombre. Hay quienes lo han 
definido -o han intentado hacerlo- a través de estudios epidemiológicos. 


Por otro lado, aun admitiendo su detallada exigencia por la vía correspondiente de un decreto 
reglamentario, consideramos insuficiente la mera referencia al consentimiento informado como 
requisito a proporcionar a los solicitantes de ese servicio. Al mismo tiempo, entendemos necesario 
explicitar en el citado documento un mínimo de informaciones que deben considerarse esenciales y 
constar en su redacción, suponiendo una provisión éticamente adecuada de las técnicas de 
reproducción humana asistida como ser, por ejemplo, el porcentaje de éxito en la reproducción asistida, 
porcentaje de embarazos múltiples y tasa de complicaciones constatadas, aquellas propias al 
respectivo centro proveedor. 


En cuanto a las situaciones especiales -referidas en el artículo 8*-, por ejemplo, en la 
excepción del donante fallecido, hay un acuerdo que constituye un claro ejemplo de expresión de 
voluntad anticipada, pero la ley de voluntades anticipadas solo hace referencia a la situación del 
paciente terminal. En este caso quedaría en ese mismo grupo de pacientes, siendo necesaria una 
referencia específica a la regulación de esta problemática. 


Asimismo, el Colegio Médico del Uruguay entiende que entre esas situaciones especiales 
debería incluirse, expresamente, la conservación de gametos en caso de que el involucrado padezca 
una enfermedad neoplásica de reciente diagnóstico, a los efectos de validarla adecuadamente. Quizás, 
estemos pensando en el momento anterior a que ese enfermo reciba un tratamiento que, seguramente 
por sus características, muy a menudo puede complejizar la propia acción si la toma se hace con 
posterioridad al mismo. 


Con respecto al artículo 10, tenemos algunas dudas sobre su enunciado. Quizás debería 
reformularse la redacción del segundo inciso, dado que cada uno de nosotros fue tratando de leerlo de 
diferente manera para poder comprenderlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 10 tiene toda una historia, dado que procuramos prever cómo se 
resuelven los casos de separación de quienes han comenzado una técnica de reproducción humana 
asistida. La redacción final nos resulta prácticamente inentendible, de manera que no se preocupe. 


SEÑOR TORRES.- Pensamos que entenderlo era una limitación nuestra. 


Con respecto al artículo 12, Requisitos para la donación de gametos, y el artículo 22, Identidad del o 
de la donante, el Colegio Médico del Uruguay entiende que se debería informar al donante la 
posibilidad de que el concebido tuviera acceso a su identidad. Existe un conflicto entre el derecho del 
concebido a conocer su origen biológico y la protección de la confidencialidad del donante. Para 
resolver este conflicto solo caben tres posibilidades, o por lo menos esa fue la ocurrencia del Colegio 
Médico del Uruguay. 


Como primera eventualidad, el blindaje de la confidencialidad respecto del donante se puede 
considerar como absoluto e incluye la prohibición de revelar su identidad al concebido. 


En segunda instancia, y en el extremo opuesto, podría entenderse que el derecho del 
concebido a conocer su origen biológico predomina, de manera tal que resultaría inevitable darle a 
conocer la identidad del donante y por ello, en este último caso, el consentimiento informado de este 
donante debe incluir una explícita declaración de tal posibilidad. 


Por último, si se entiende que el concebido tiene derecho a obtener una información 
fenotípica básica, además de otorgarle la seguridad de ausencia de alteraciones genotípicas 
significativas -lo que implicaría volver a considerar la necesidad de recurrir al Diagnóstico Genético 
Preinplantatorio-, la información a proporcionar no tendría por qué incluir además una revelación de la 
identidad del donante. Es posible que esta última propuesta sea la que mejor preserve el delicado 
equilibrio de valores en juego, porque se le entregaría al concebido información relevante en términos 
biológicos -sobre aspectos fenotípicos y genotípicos-, aunque sin violentar la privacidad del donante 
altruista, cuya revelación de identidad no tendría para el concebido consecuencias, por lo menos 
sucesorias de ningún tipo, como lo dice a renglón expreso el propio proyecto de ley. 


Por otra parte, como una puntualización adicional en este artículo, consideramos que se 
debería establecer una limitación en el número de donaciones provenientes de un único donante, dado 
que se trata de un país chico, de 3:000.000 de habitantes y de pronto un solo donante podría ser el 
mismo para todas las gestantes y ahí habría un problema de consanguinidad enorme. 


En cuanto al artículo 17, que tiene que ver con Investigación de gametos y embriones, el 
Colegio Médico del Uruguay ratifica en general la validez del artículo 42.2 del actual Código de Ética 
que, según nuestros datos, va llegar al Parlamento en próximos días y que dice: “No es éticamente 
admisible que el médico contribuya a gestar seres humanos para investigar o comerciar. El embrión 
humano nunca puede ser objeto de comercialización ni experimentación, ni materia prima de 
medicamentos, cosméticos u otros productos”. 


Establecida dicha validez, y alejados de cualquier vínculo con la industria farmacéutica o con 
intereses espurios de muy diversa índole, existiría una posible investigación científica de alcance 
nacional y altamente beneficiosa efectuada al más alto nivel científico en embriones, que podría 
llevarse a cabo con criterio restrictivo, respetando los principios de la bioética y de acuerdo a 
protocolos de investigación previamente autorizados por la Comisión Honoraria de Reproducción 
Humana Asistida y por la Comisión Nacional de Ética en la Investigación del Ministerio de Salud 
Pública. Sin embargo, resulta claro el alto riesgo de ingresar en una pendiente resbaladiza, con las 
nefastas consecuencias que tal situación provocaría. 


En definitiva y al momento actual, sin desmedro de las precedentes consideraciones, el 
Colegio Médico del Uruguay carece de una posición unívoca respecto a este punto tan controversial. 


El artículo 18 tiene que ver con el “Delito de Clonación”. El Colegio Médico del Uruguay está 
de acuerdo con la proscripción de la Clonación Reproductiva, en consonancia con lo ya estipulado en 


nuestro Código de Ética -también pendiente de la aprobación parlamentaria-, que en su artículo 44 
expresa: “Es éticamente inadmisible la clonación humana con fines reproductivos”. 


Una cuestión aparte nos parece que debería ser la consideración que merece la clonación 
terapéutica, la cual entendemos que abre promisorias posibilidades en el tratamiento efectivo de muy 
graves y complejas enfermedades. Naturalmente, ese será un problema que se planteará a la 
Comisión desde el momento en que alguien crea que es una técnica que puede solucionar algún 
problema, dado que, reitero, lo que se prohíbe es la clonación reproductiva. 


Con relación al artículo 20 del proyecto de ley, “Delito de Manipulación de la Especie 
Humana”, debemos referirnos, una vez más, al ya citado Código de Ética Médica, por cuanto su 
artículo 45 establece: “No es ética la aplicación de cualquier procedimiento médico dirigido a practicar 
la eugenesia”. No resumiría la posición del Código como concordante con la intencionalidad del 
artículo. 


Con respecto al artículo 26, “Nulidad”, en nuestras consideraciones planteamos que el 
criterio restrictivo con el cual el presente proyecto de ley considera la gestación subrogada resulta 
compartible, en la medida en que, con prioridad, se quiere excluir cualquier desviación mercantilista en 
la utilización de una modalidad a la que puede resultar imprescindible tener que recurrir en situaciones 
puntuales. Por ello mismo, el Colegio Médico del Uruguay apoya la consideración de situaciones de 
excepción que el texto del presente proyecto de ley pretende incorporar. Ello sin desmedro de ratificar 
en general la validez del artículo 43 del Código de Ética Médica aprobado plebiscitariamente y 
pendiente de aprobación parlamentaria, que califica como carente de ética la actitud de un médico que 
participe para llevar a cabo embarazos “implantados en el vientre de una mujer contratada como madre 
gestante subrogada, mediante recompensa material o promesa de ello”, puesto que la finalidad 
buscada desde su propia redacción ha sido evitar la comercialización de tal práctica. 


A fin de contemplar las circunstancias que puedan ameritar de manera legítima tener que 
recurrir al mecanismo de la gestación subrogada, podría estatuirse a título expreso el criterio de que, 
decidida por alguna instancia técnico-ética como la vinculada a la Comisión Honoraria de Reproducción 
Asistida la necesidad del recurso de la maternidad subrogada, la misma resultará habilitada con la 
condición de mantener su rigurosa exclusión de cualquier mecanismo de lucro. 


A título de ejemplo, es posible plantear que la nulidad de la gestación subrogada excluya la 
posibilidad de que las parejas del mismo sexo masculinas puedan tener hijos biológicos de uno de los 
progenitores. Efectivamente, la ley vigente les permite contraer matrimonio y adoptar, pero inhibe el 
acceso a las técnicas de reproducción asistida. De esta forma, dichas parejas quedan en desventaja y 
resultarían discriminadas con relación a las parejas homosexuales femeninas, que sí tienen posibilidad 
de acceder a estas técnicas. 


Si se entiende que la ley debe contemplar alguno de estos puntos, en el caso de permitirse la 
gestación subrogada de parejas homosexuales masculinas, la filiación biológica deberá corresponder 
al integrante de la pareja masculina que haya aportado sus espermatozoides, más allá de que 
recientes modificaciones legislativas permiten una filiación civil resultante de un acuerdo de la misma 
pareja. 


Luego de planteadas las consideraciones generales y específicas, voy a hacer una breve 
referencia a aspectos jurídicos. 


El artículo 18 del proyecto de ley establece que el “Delito de Clonación” será sancionado con 
una pena de dos a seis años de penitenciaría e inhabilitación del título por el doble de la condena. 


El artículo 19 establece una “circunstancia agravante especial”, la cual será penada con tres 
a nueve años de penitenciaría e inhabilitación del título por el doble de la condena. 


El artículo 20 del proyecto de ley, crea el delito de manipulación de la especie humana, el 
cual es sancionado con una pena 20 meses de prisión a 5 años de penitenciaría e “inhabilitación del 


título” por el doble del tiempo de condena. 


En las dos primeras hipótesis referidas se prevé una sanción de inhabilitación en el ejercicio 
profesional que puede llegar a ser de 12 a 18 años, excediendo así la sanción máxima prevista en la 
ley de creación del Colegio Médico del Uruguay para quien comete las faltas éticas más graves. 


Efectivamente, la Ley N* 18.591, en su artículo 28, establece que el Tribunal de Ética Médica 
del CMU, en orden a la gravedad de la falta cometida, podrá disponer las siguientes sanciones: 
advertencia, amonestación, sanción educativa y suspensión temporal del Registro por un plazo máximo 
de diez años. 


Asimismo, el Código Penal, en su artículo 68, dispone: “La pena de inhabilitación especial de 
determinada profesión académica, comercial o industrial, durará de dos a diez años”. 


En consecuencia, el Colegio Médico del Uruguay considera que sería deseable, por una 
razón de congruencia y de coherencia sistémica, que el proyecto de ley ajustara el plazo máximo de la 
pena de inhabilitación para el ejercicio de la profesión, al máximo establecido tanto en el Código Penal 
como en la Ley N* 18.591, esto es, diez años. 


La segunda razón jurídica refiere al artículo 21, “Inhabilitación”. A este respecto, el Colegio 
Médico del Uruguay considera que el texto no expresa en forma clara la distinción entre las 
responsabilidades institucionales y las de los médicos actuantes en la comisión del delito de clonación. 
Además de la determinación de las responsabilidades individuales no podría efectuarse, sin más, una 
suerte de traslación automática al ámbito institucional, por lo menos sin una investigación garantista 
orientada a tal efecto. 


Finalmente, queremos hacer una consideración sobre el artículo 31. En esta disposición se 
enumeran los cometidos de la Comisión Honoraria de Reproducción Humana Asistida, estableciendo, 
entre otros: “c) Elevar opinión fundada a la Comisión Honoraria de Salud Pública y al Colegio Médico 
del Uruguay en materia de vigilancia ética de los procedimientos dando cuenta al Ministerio de Salud 
Pública de las irregularidades respecto de las cuales tomará conocimiento”. 


La Ley N* 18.591, que creó el Colegio Médico del Uruguay como persona jurídica pública no 
estatal, le confirió competencia en todo lo referente a los aspectos éticos en el ejercicio de la profesión 
médica. 


Mientras tanto, la Ley Orgánica del Ministerio de Salud Pública, N* 9.202, en los 
artículos 25 y 26 establece los cometidos de la Comisión Honoraria de Salud Pública y estos no están 
referidos a la ética médica, sino a aspectos técnicos y administrativos, y a las faltas cometidas por los 
profesionales de la salud por incumplimiento de ordenanzas y reglamentos, generalmente casos de 
mala praxis; así lo ha interpretado la propia Comisión durante muchos años. 


Hasta la creación del Colegio Médico del Uruguay la tutela de la ética médica no estuvo a 
cargo de la Comisión de Salud Pública, sino de las propias gremiales médicas. 


Por ello, el Colegio Médico del Uruguay considera deseable que en el literal c) del artículo 31 
del proyecto de ley se elimine la referencia a la “Comisión Honoraria de Salud Pública”. 


Es cuanto queríamos manifestar a la Comisión de Salud Pública del Senado. 
Por supuesto, vamos a dejar una copia de estas consideraciones a los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pese a la advertencia del doctor Torres de que se trataba de un informe 
primario, realmente, nos hizo una presentación muy completa y muy inteligible en un tema que está 
plagado de dificultades. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: veo que nos han entregado un informe en el que deben estar 
contestadas todas las preguntas que voy a hacer pero, como todavía no lo he leído, me arriesgo a 
hacerlas. 


La primera pregunta se refiere a la edad máxima de la mujer para la prestación del servicio 
de reproducción humana asistida. No me queda claro -quizás esté en el documento que ustedes 
presentan- si prefieren incluir una edad máxima en el proyecto, si les gustaría incluirlo en la 
reglamentación, si están a favor de un principio genérico o si quisieran que se hiciera caso a caso. 


Por otra parte, si entendí bien, ustedes sugieren que se dé información a las personas que se 
someten a los tratamientos de reproducción humana asistida sobre los riesgos existentes en términos 
de embarazos múltiples, etcétera. A su vez, ¿ustedes prefieren incluirlo en el proyecto de ley o en la 
reglamentación? 


Por último, con relación al artículo 17 sobre la investigación científica y la posibilidad de 
experimentar o no con embriones, ustedes sugieren que hay investigación científica valiosa que no se 
vería beneficiada de un criterio tan restrictivo, pero me pregunto cuál sería. No obstante ello, creo que 
ustedes señalan que se podría deslizar por una pendiente resbaladiza, pero no me queda claro hacia 
dónde nos deslizaríamos. ¿Cuál es el monstruo esperado de deslizarnmos por una pendiente 
resbaladiza? Hago esta pregunta porque realmente no sé cuáles son los riesgos. 


SEÑOR GALLO..- En principio, tengo que manifestar nuestra satisfacción y alegría porque creo que es 
la primera vez que tenemos al Colegio Médico del Uruguay asesorando a las Comisiones. Me parece 
que es de destacar la importancia que tuvo aquel proyecto de ley por el cual creamos el Colegio 
Médico del Uruguay. 


Asimismo, quisiera hacer algunas consideraciones específicas con respecto a lo que dijo el 
profesor Torres sobre las diferentes responsabilidades que tienen la Comisión Honoraria de Salud 
Pública y el Colegio Médico del Uruguay. Creo que eso es realmente así; me parece que en los temas 
éticos solo tiene lugar el Colegio Médico, porque la Comisión Honoraria tiene que ver con temas 
técnicos y administrativos. Eso siempre ha sido así. Por lo tanto, me parece que la observación que se 
hizo es fundada y debe ser tenida en cuenta. 


Por otra parte, quiero hacer una pregunta muy específica. El tema de la clonación se planteó 
con una óptica diferente en la última comparecencia del doctor Langón. Concretamente, él dudaba 
acerca de si realmente la clonación debía ser considerada un delito penal y explicaba por qué entendía 
que no debía ser así. 


En definitiva, decía que la clonación no debía ser trasuntada en un delito penal, lo que generó 
varios comentarios. Por mi parte, en ese momento recordaba que en el Código de Ética se la prohíbe 
claramente, lo que se sustenta en que la ley del Colegio Médico introduce, para las infracciones que se 
cometan, las penas respectivas, que van desde la amonestación hasta la inhabilitación. Entonces me 
preguntaba si realmente no era un delito y si, dado que también nosotros estamos prohibiéndola, no 
había que adoptar las decisiones del Colegio Médico del Uruguay. La cuestión es qué sucedería si en 
algún momento, en nuestro país, un médico o un equipo médico intentaran o realizaran efectivamente 
una clonación. Pregunto cuál sería el resultado desde el punto de vista de la responsabilidad y si esa 
responsabilidad no tendría que ser solamente ética y, por ende, juzgada por el Colegio Médico del 
Uruguay, no por el Código Penal. Esa es la interrogante que se me planteó. Me gustaría saber qué 
piensan ustedes al respecto. 


SEÑOR AGAZZI.- Ante todo, queremos decir que nos satisface mucho que el Colegio Médico se haya 
hecho presente, así como también que su presentación haya sido tan ordenada. 


Por lo que he podido ver, en el trabajo que han hecho se les presentaron algunas dudas que 
nos son comunes. Que haya dudas no constituye un problema porque, en realidad, las dudas que 
surgen son producto del avance en el tema. 


Veamos si podemos profundizar un poco en una cuestión que, en sí misma, resulta 
complicada para este proyecto de ley. 


Para algunas de las técnicas de reproducción humana asistida es necesario obtener 
embriones. Realmente ello es necesario; es un problema necesario. Indudablemente, tal obtención 
constituye un avance -dado que antes no se podía hacer- pero, a su vez, genera una serie de 
dificultades relacionadas con decisiones que debemos tomar. 


Si la obtención de embriones tiene como destino la implantación, todo va bien y todo es éxito, 
pero como en estas cosas siempre hay un porcentaje de efectividad, a veces se obtienen algunos 
embriones más, cuyo futuro -tal como ustedes señalaban- se presenta un poco incierto en el proyecto 
de ley. Ese es el problema, y la realidad es que nosotros no tenemos de dónde agarrarnos  -por 
decirlo así- para analizar esto, porque en todos lados pasa lo mismo. 


No es la obtención ni el manejo de los embriones lo que constituye un problema, sino el 
futuro de esos embriones y las decisiones a tomar a ese respecto, fundamentalmente el descarte, por 
varios motivos. Dejemos de lado los motivos religiosos y morales que pueden tenerse cuando se 
enfrenta este asunto y considerémoslo, por ejemplo, con un espíritu científico. Uno dice “bueno, se 
obtuvo un futuro ser”. Muchas veces hemos tenido aquí la discusión acerca de si ahí comienza o no 
comienza la vida, pero ese es otro tema. En lo personal, siempre he sostenido que los 
espermatozoides y los óvulos son seres vivos -puesto que cumplen las funciones básicas de la vida- y 
que lo que se produce después de la fecundación es una etapa superior; sin embargo, justamente ahí 
comienza algo que es complicado, y si en el proyecto de ley no está claro es porque nosotros no lo 
tenemos muy claro. En realidad, cuando hay algo que uno no tiene muy en claro, lo que hace es tratar 
de colocar el problema en un lugar donde pueda resolverse, con la expectativa de que se resuelva 
bien. En este caso no tenemos muchas soluciones. Podríamos decir que desde el punto de vista 
legislativo no hemos asumido valientemente la definición de esto, pero la realidad es que no hemos 
encontrado para ello una forma clara. Incluso con esto, en la legislación comparada, a lo sumo, se fijan 
tiempos o condiciones de conservación, pero no se va mucho más allá. Sé que la especialidad de 
ustedes es la ética, pero nosotros no tenemos ninguna especialidad y tenemos que redactar la ley. 
Entonces, si tienen alguna reflexión para hacer que nos permita ver esto con mayor claridad y poder 
tomar una decisión, les agradecería que la hicieran. No es muy bueno que el futuro de los embriones lo 
resuelva una reglamentación, porque le estaríamos pasando un problema al Ministerio de Salud 
Pública que tendrá las mismas dudas que nosotros. Somos conscientes de que tenemos un problema 
con esto, pero no podemos dejar de normatizar la reproducción humana asistida y una cantidad de 
acciones que se pueden tomar para que haya más justicia en la población por el hecho de que exista 
una dificultad en la resolución. Esto es lo que quería compartir con ustedes. 


SEÑOR MOREIRA.- Estaba tratando de leer rápidamente el muy buen informe que se agrega a la 
disertación que hicieron, que es compartible en casi todos los conceptos y que guarda consonancia 
con el propio proyecto de ley. Por ejemplo, está el tema de la identidad con las tres posibilidades que 
aquí se sugieren y que serían: preservar el anonimato total, en cuyo caso no habría que hacer ninguna 
prevención; prevenir al donante de gametos de que en el día de mañana podría ser sujeto a una 


investigación o procedimiento judicial por el cual se conocería su identidad o la referencia a la 
información sobre fenotipos, que sería una información genérica mediante la cual no se conocería la 
identidad de uno de los padres biológicos, pero sí las características generales que serían trasmitidas 
mediante el embrión. Esto está previsto en el artículo 14 del proyecto de ley que dice: “(Información 
sobre fenotipo). Los receptores de gametos o embriones tienen derecho a obtener información general 
sobre las características fenotípicas del donante.” Como se ve, ya se prevé y, genéricamente, está 
inserto en el espíritu de la ley. 


Conocer el origen biológico es un derecho que tienen todas las personas e, incluso, figura en 
los pactos y convenios internacionales que ha firmado el Uruguay, por lo que es un problema que se 
nos plantea. Recién hablábamos del tema con los abogados, pero también es interesante realizar una 
evaluación desde la perspectiva de los médicos y sobre la posibilidad de ese examen genético. Aquí 
está previsto en un artículo con un carácter más general, porque el artículo 6.* refiere a los requisitos 
para la realización de Técnicas de Reproducción Humana Asistida y dice que debe haber un protocolo 
obligatorio que acredite que no se padecen enfermedades genéticas, hereditarias o infecciosas que 
comprometan la viabilidad del embrión o que sean trasmisibles a la descendencia. Hay una previsión 
general, pero el protocolo debería contemplar lo que ahora ustedes plantean como un requisito 
indispensable para evitar la posibilidad de transmisiones de enfermedades o defectos congénitos. Por 
eso, me parece bueno que se reiteren esos conceptos para que queden bien claros en el proyecto de 
ley que finalmente se apruebe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aprovechar para agradecer la concurrencia y el informe brindado de 
forma tan prolija. También deseo expresar mi coincidencia con la preocupación del tema planteado por 
la señora Senadora Moreira con relación a una limitación excesivamente restrictiva de todo lo que sea 
investigación científica del mejor nivel porque, en definitiva, de ahí se obtiene el avance del 
conocimiento. Si la limitación es muy excesiva, podemos estar perdiendo la posibilidad de realizar 
importantes aportes en esta área. 


Quiero destacar, además, el aporte que hicieron sobre el artículo 18, en cuanto a la 
diferenciación de la clonación con fines reproductivos y la clonación con fines terapéuticos. Este aporte 
lo considero muy interesante porque está vinculado un poco a lo anterior. Estamos hablando del 
avance del conocimiento con fines de diagnóstico y terapéuticos, y para nosotros constituye un delito la 
clonación con fines reproductivos. Ahora bien, sería bueno que el Colegio Médico del Uruguay aportara 
algún elemento adicional que permitiera hacer esa distinción -que recogeríamos en el proyecto de ley-, 
porque pienso que sería un avance muy importante. 


Asimismo, quiero expresar, a título absolutamente personal, mi no coincidencia con la 
eliminación de la mención de la Comisión Honoraria de Salud Pública. Si entendí bien, el Colegio 
Médico tiene el poder de la vigilancia ética sobre el cuerpo médico, pero no sobre otros técnicos que 
son parte del equipo de salud y que pueden estar profundamente involucrados en estos 
procedimientos. De manera que preservar en ese Capítulo la referencia a la Comisión Honoraria es 
importante, porque tiene un ámbito de aplicación más amplio. 


SEÑOR CLUZET.- Con respecto al límite etario, queda claro del texto que lo que pretendimos 
establecer es la necesidad de que se definan científicamente los criterios, más que adscribirnos a un 
determinado límite etario. No sé si he sido claro. Los límites etarios surgen de un balance entre la 
posibilidad de obtener un beneficio por la fecundación exitosa y los riesgos de que eso no pueda 
llevarse a cabo adecuadamente, lo que de alguna manera se refleja en un problema que seguramente 
está detrás de la aplicación de este proyecto de ley, que es su financiación. 


Entonces, por lo menos debería actuarse bajo la prestación estatal o del Sistema Nacional 
Integrado de Salud con criterios de costo-beneficio. Y, por lo tanto, lo que el Colegio Médico del 
Uruguay no hace es entrar a definir cualquier límite. ¿Por qué Francia tiene como límite 43 años y en 
otras legislaciones se habla de 40 años? ¿Cuál es la diferencia entre 40 años y 43 años? 
Probablemente, las diferencias pueden surgir a través de serios estudios epidemiológicos, que 
demuestren que hay un quiebre a partir de determinada edad. En consecuencia, como eso de alguna 
manera está abierto, el Colegio Médico del Uruguay no ingresa a esa determinación que, 
probablemente, escape a una tarea de elaboración de un informe primario; con lo que sí está de 


acuerdo es con el establecimiento de límites. Quería decir esto con respecto a una de las inquietudes 
que planteó la señora Senadora Moreira. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Colegio Médico del Uruguay está de acuerdo con la inclusión de criterios 
que determinen límites de edad y no con el establecimiento en sí de uno específico. 


SEÑOR CLUZET.- Por otra parte, la señora Senadora preguntaba por los riesgos que la pareja debe 
conocer. Por el grado de elaboración del proyecto de ley este es un tema conocido por todos ustedes, 
pero seguramente esto se vincula a la hiperestimulación ovárica repetida, que ocasiona riesgos muy 
definidos, entre ellos, el no menor de cáncer de ovario. Todas las técnicas tienden a limitar el número 
de embriones y, al mismo tiempo, no pueden hacer que solo dispongan de los embriones para ese 
intento implantatorio porque, de lo contrario, tendrían que volver a obtener, mediante una nueva técnica 
de estimulación, la posibilidad de fabricar más. Por lo tanto, existe un delicado equilibrio entre los 
riesgos que son reales y la necesidad de tener más embriones que los necesarios para la implantación. 


No quiero ingresar al tema en profundidad, pero debo decir que aquí también está presente 
el riesgo de embarazos múltiples. Me refiero a tres, cuatro o más embarazos, que podrían llegar a 
ocasionarle a la pareja que viene a pedir la salida a un problema, que se lo solucionemos pero a costa 
de crearle otro, nada menor. 


La señora Senadora Moreira consultaba acerca de cuál sería la investigación que se debería 
hacer a este respecto y sobre el tema de la pendiente resbaladiza. Creo que todos saben que la 
pendiente resbaladiza es un concepto ético que se aplica a múltiples circunstancias en las cuales lo 
que se quiere decir es que, de no establecerse adecuados controles en el manejo de esta situación, se 
puede caminar por la pendiente resbaladiza hacia situaciones límites. Por lo tanto, autorizar la 
investigación en embriones -este fue uno de los temas que se abordó-, tendría que partir de un punto 
restrictivo y de consideración caso a caso del pedido de investigación, de forma de evitar que una 
disposición demasiado genérica deje la puerta abierta a posibles excesos. 


No sé si he sido lo suficientemente claro sobre este punto. 


SEÑOR TORRES.- El ejemplo más repetido es el de la familia que tiene un hijo con cierto problema y 
algunas de estas técnicas podría darle la posibilidad de corregirlo. En ese caso, la concepción iría a 
favor de investigar la posibilidad de que hubiera sistemas inmunológicos similares en ese embrión que 
se implanta con el ya nacido, cosa que se puedan utilizar las células madres o, eventualmente, 
órganos -a través de sus trasplantes, etcétera- con el nuevo ser concebido. Este es el ejemplo que se 
pone, como algo positivo, en la investigación con embriones. Claro está que ello se aplicaría para 
casos muy particulares en los cuales podría obtenerse un beneficio terapéutico a costas, naturalmente, 
de una acción sobre ese embrión y su futuro. 


SEÑOR CLUZET.- Lo que acaba de explicar el doctor Torres tiene un ejemplo muy conocido en la 
literatura bioética: una pareja de padres que tienen un hijo con leucemia y, producto de que por alguna 
razón perdieron capacidad reproductiva o tienen problemas, piden técnicas de reproducción asistida 
para tratar la enfermedad del ya nacido, portador de leucemia, con las células del cordón umbilical, 
como células madre, o con alguna otra posibilidad de médula ósea. Acá estamos ante el inicio de la 
pendiente resbaladiza que, de alguna manera, ocasiona discusiones bioéticas muy serias, lo cual nos 
demuestra que la gente que recurre a estas técnicas, debería tener -de ahí nuestro énfasis en el 
consentimiento informado- una idea bastante clara de los riesgos que están implícitos. 


SEÑOR TORRES.- Si el señor Presidente lo autoriza, solicitaría que el doctor Errandonea realizara 
algunas apreciaciones sobre las preguntas formuladas por el señor Senador Gallo. 


SEÑOR ERRANDONEA.- El señor Senador Gallo planteó si el tema de la clonación debía ser 
manejado como delito, falta de ética o ambas cosas. En realidad, sobre este tema se discutió el año 
pasado a nivel del Colegio Médico del Uruguay, en momento de comenzar a elaborar el proyecto de ley 
de Código, y se volvió a discutir ahora. 


Nosotros lo abordamos partiendo del supuesto de que era un delito y por eso hicimos las 
acotaciones de que no nos parecía conveniente que la pena de inhabilitación con la que se sancionaba 
el delito de clonación excediera el tope previsto en la Ley de Colegiación y en el propio Código Penal, 
por una razón sistémica. No abordamos el tema de si debía ser o no un delito porque entendemos que, 
en realidad, este asunto no es de competencia del Colegio Médico del Uruguay, en la medida en que 
este se maneja en el área ética. Lo que sí tiene muy claro este instituto es que constituye una falta 
ética. Inclusive, en el Código de Ética no se califican las faltas en el sentido de establecer si son leves, 
graves o muy graves, a los efectos de que el propio Tribunal de Ética, cuando tenga que juzgar cada 
cosa, pueda manejar un abanico amplio de posibilidades y no quedar acotado por el propio Código. 
Obviamente, en la conciencia del Colegio Médico del Uruguay en su conjunto está claro que se trata de 
una falta sancionable en la hipótesis de clonación reproductiva, y así está establecido en el proyecto de 
Código de Ética Médica. No abordamos, no discutimos el tema de si puede ser sustituida la sanción 
ética por la penal. 


Esto lo vinculo con lo que me planteaba el señor Presidente, que es cierto: hay un área que, 
de alguna manera, puede quedar descubierta si se elimina la clonación como delito y se ampara 
solamente sobre la base de lo que diga el Código de Ética Médica, porque aquellos que no son 
médicos y participan en la comisión de este “delito” -entre comillas- quedarían impunes, por fuera de 
cualquier tipo de represión. Aclaro que esto lo estoy diciendo a título personal porque, como Colegio 
Médico, en los hechos no se resolvió no tomar posición, sino que no la abordamos porque entendimos 
que era un área típica del Legislador determinar si cierta conducta es punible solamente desde el punto 
de vista administrativo, civil o penal. Para el Colegio Médico está claro que se trata de una conducta 
sancionable desde el punto de vista ético. 


Asimismo, quiero aprovechar la oportunidad para vincularlo con el tema de la Comisión 
Honoraria, que planteaba el señor Presidente. Nosotros entendemos que la Comisión Honoraria nunca 
tuvo potestades en el plano ético. Lo que pasa es que en la realidad es muy difícil evaluar en un 
determinado acto de mala praxis qué es lo ético, qué es lo administrativo y qué es lo ilegal, por decirlo 
de alguna manera. Generalmente, está muy imbricada una cosa con la otra. El Colegio Médico del 
Uruguay siempre va a abordar los aspectos éticos. La Comisión Honoraria, que también integro, en 
general, desde hace varios años, ha tenido el cuidado de no enfocar nunca las sanciones de 
determinados casos en el plano ético, incluso cuando se ha sancionado no solo a médicos sino a otros 
profesionales del área de la salud. O sea que lo que nosotros proponemos como supresión en el 
artículo 31 no implicaría un cambio en la actuación actual de la Comisión Honoraria, que continuaría 
con sus potestades de sancionar a los médicos, a los enfermeros y a otras disciplinas vinculadas al 
área de la salud cuando cometan actos que violen leyes, ordenanzas, reglamentos. Lo que acá 
queremos evitar es la confusión de pensar que el área de la ética médica es compartida por otra 
institución, cuando entendemos que eso no es así por la propia Ley de creación del Colegio Médico del 
Uruguay, que se lo adjudica de manera clara. La distinción que hace la Ley de creación del Colegio 
está, de alguna manera, dirigida a las gremiales médicas. Si uno lee el artículo 1%, lo que 
indirectamente le están diciendo las gremiales médicas es que la ética pasa al Colegio Médico del 
Uruguay y que ustedes ahora deben ocuparse de la defensa de los intereses económicos, sociales y 
culturales de los médicos. No les dice, obviamente, que ya no les corresponde la tutela de la ética 
médica sino que, indirectamente -así lo entendemos nosotros-, está indicando que ahora esto es del 
Colegio Médico del Uruguay. En nuestro concepto, no hay ninguna otra institución que tutele la ética 
médica al punto que tiene la potestad máxima, que es inhabilitar el ejercicio profesional, obviamente, 
bajo la Superintendencia -por decirlo de alguna manera- del Ministerio de Salud Pública. 


Era eso lo que quería decir. 


SEÑOR TORRES.- Respetamos mucho los tiempos de la Comisión, pero hubo una pregunta del señor 
Senador Agazzi con respecto al destino de los embriones que me gustaría que tuviera alguna 
respuesta. 


SEÑOR CLUZET.- Seguramente el señor Senador sabe que también en la legislación comparada hay 
destinos para los embriones. El punto clave de discusión, en donde no hay acuerdo, está referido a su 
destrucción. En consecuencia, los bancos de embriones, con toda la sobrecarga que representa desde 
más de un punto de vista, continúan creciendo. 


Se plantea en otros medios, y lo hacemos nosotros en el escrito, la destrucción del embrión 
con graves defectos genéticos, porque no se puede obligar a la persona que vino a buscar una 
solución a recibir la implantación de ese embrión. Pero tampoco esto está aceptado. Y nosotros 
hacemos alguna referencia a lo que llamamos “donación inducida”. Muchas parejas, enfrentadas a los 
altos costos -el costo de mantenimiento de los embriones termina repercutiendo por el crecimiento 
exponencial del banco-, terminan, en otros países, donándolos para investigación. Nosotros 
pretenderíamos en nuestro medio algo que permita ese destino, pero no bajo presión económica. Lo 
que estoy diciendo, con respecto al tema que el señor Senador plantea, que es de una gran 
profundidad, es que alguna puerta se puede empezar a abrir. Estoy pensando, por ejemplo, en la 
donación o en plantear la destrucción en caso de defectos genéticos, porque ese embrión ya no solo 
no puede ser implantado, sino que ni siquiera puede ser objeto de investigación científica. E insisto: 
habría que permitir la donación de embriones con fines de investigación científica, en principio bajo 
condiciones muy restrictivas. 


SEÑOR ALONSO.- Simplemente quiero complementar lo que se dijo y vincularlo con lo que decía la 
señora Senadora Moreira sobre la investigación en embriones. Para que quede claro, el dilema aquí es 
que la investigación con embriones adquiere el carácter de clínicamente más viable y justificable 
cuando se realiza con embriones vivos. Por eso es necesaria la donación del embrión. La investigación 
no se puede realizar con lo que se llaman “embriones de descarte”, que son aquellos que han 
fracasado en la implantación. De estos embriones vivos se obtienen células que se llaman “madre” o 
“pluripotenciales”, que son las que son capaces de regenerar casi todos los tejidos que nosotros 
tenemos. Imaginen los señores Senadores el potencial que tiene esto para tratar enfermedades 
neurodegenerativas como el Alzheimer, regenerar células miocárdicas en el infarto, etcétera. Las 
posibilidades de investigación son muy amplias y de mucho impacto en enfermedades de altísima 
prevalencia. De ahí la importancia de la investigación con embriones vivos, desde el punto de vista de 
su justificación clínica. 


SEÑOR LÓPEZ SECCHI.- Quiero tratar de ser muy específico en diferenciar términos, a modo de 
resumen de muchas de las preguntas que he escuchado por parte de los señores Senadores. Muchos 
son de Perogrullo, pero creo que van a saber entender a dónde apunto. 


En primer lugar, infertilidad no es lo mismo que esterilidad. 


En segundo término, con respecto a la clonación humana, el señor Senador Gallo planteaba si 
el Colegio Médico del Uruguay puede buscar un término para ver cómo podemos ajustarlo a la ley. 
Pero, como concepto, hay que decir que clonación humana no es lo mismo que clonación de órganos y 
tejidos. Quizás ese puede ser un camino para buscar un avance científico a fin de mejorar la salud de 
la gente. 


En tercer lugar, con respecto a los embriones, experimentar no es lo mismo que investigar. 
Cuando uno experimenta puede tener algún fin espurio, pero cuando uno investiga generalmente está 
buscando mejorar la raza humana. 


Por último, voy a mencionar algo que quizá sea consecuencia de una deformación 
profesional, debido a que soy urólogo. Con relación al párrafo final del artículo 8%, el Colegio Médico del 
Uruguay entiende que debería incluirse expresamente entre las situaciones especiales allí previstas - 
esto a los efectos de validarla adecuadamente-, el siguiente agregado: “la conservación de gametos en 
la circunstancia de que el involucrado padezca una enfermedad neoplásica de reciente diagnóstico”. 
Un ejemplo concreto de esto es si el proyecto de ley va a prever la situación de un sujeto joven que 
tiene un tumor de testículo y debe preservar semen para preservar gametos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos agradecer muy sinceramente al Colegio Médico del Uruguay por el 
aporte realizado, que ha sido muy valioso y nos ayudará en la elaboración de este proyecto de ley, 
porque ordena algunos temas. 


(Se retira la delegación del Colegio Médico del Uruguay.) 


-El jueves, a partir de las 17 horas, recibiremos al doctor Suárez, a MYSU y a tres ONG que 
han solicitado audiencia: Procrea, Familia y Vida y Movidos por la Vida. 


SEÑORA MOREIRA.- Podemos recibir a las tres ONG juntas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Cada una es una organización distinta 


SEÑORA MOREIRA.- Cuando analizamos el tema de la despenalización del aborto recibimos a todas 
las ONG juntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende que deben ser recibidas por separado el próximo 
jueves. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota de la Cámara de Representantes adjuntando copia de la versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por la señora representante Berta Sanseverino, referidas a la Conferencia 
Regional de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe -CEPAL-, a realizarse entre los 
días 12 y 15 de agosto en la ciudad de Montevideo. 


-Nota de la Junta Departamental de Tacuarembó adjuntando copia de una resolución 
relacionada con la asistencia médica que brinda el Departamento Médico Quirúrgico -Demequi, ex 
Sanatorio Pacheco-, dependiente del Banco de Previsión Social. 


-Nota de la Sociedad Uruguaya de Tabacología solicitando entrevista con la Comisión de 
Salud Pública. 


-Nota del Profesor Titular, Grado 5, Director del Departamento y Cátedra de Geriatría y 
Gerontología de la Facultad de Medicina, doctor ltalo Savio solicitando una entrevista a la Comisión de 
Salud Pública previa a la aprobación del proyecto de ley de Rendición de Cuentas.” 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 57.) 
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